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INTRODUCCIÓN 
 
Los medios de notificación previstos en las normas procesales de orden 
público son  medios eficaces para garantizar en todo el territorio nacional la 
comparecencia de las partes en las actuaciones judiciales y administrativas en 
los procesos para que ejerzan su derecho a la defensa y se cumpla el principio 
de tutela efectiva de los derechos de las partes; aspecto que se consolida con 
el Código General del Proceso– Ley 1564 de 2012 – (en adelante CGP) que 
establece las directrices de las notificaciones judiciales y el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 
de 2011 – (en adelante CPACA) que orienta las notificaciones administrativas 
por medios electrónicos; normas que contemplan los procedimientos de 
notificaciones que constituyen el acto procesal a través del cual se pone en 
conocimiento de las partes la existencia de un proceso judicial o una actuación 
administrativa y con ello la parte demandada o el administrado puede iniciar 
su defensa.  
 
Para comprender el alcance de cada una de las normas, se tiene que en la 
notificación personal del CGP el servicio postal autorizado por Min Tic está en 
todos los municipios del país donde la oferta estatal brinda la posibilidad del 
servicio de listas de correo, quedando sin esta posibilidad las zonas rurales 
contrariando lo dispuesto en el artículo 291 del CGP que indica la entrega en 
la dirección de la persona. 
 
La notificación personal del CGP en el exterior resulta ser más compleja 
debido a que se requiere de un proceso no solamente normativo sino logístico. 
Aspecto que se extiende al ámbito internacional pues se zanja una discusión 
territorial que impide que la notificación logré el alcance deseado. Notificar a 
una persona física o jurídica en un país diferente de aquel donde se encuentra 
el ente que ordena la notificación puede requerir un tiempo importante, que 
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superan los establecidos por el CGP artículo 291; toda vez, que para las 
notificaciones en el extranjero se da un término de 30 días y la Convención de 
la Haya de 1965 dispone de 6 meses – artículo 15 –.  
 
En este sentido, pareciese existir una antinomia entre las normas por conflicto 
temporal y procedimental que se debe tener en cuenta para que la notificación 
personal en el extranjero sea efectiva. Tal circunstancia se desprende del 
hecho que existen dos posibilidades para la notificación en el extranjero, una 
aplicando el CGP y la otra el Convenio de la Haya de 1965. 
 
Se ha evidenciado que cuando se aplica el CGP se presentan dudas jurídicas 
relacionadas con lo dispuesto en el artículo 291 inciso 3° que: … establece 
que la empresa de servicio postal deberá cotejar y sellar una copia de la 
comunicación y expedir sobre la constancia de entrega de ésta en la dirección 
correspondiente… Este punto resulta inaplicable en el extranjero, debido a que 
el servicio postal autorizado solamente hace la conexión para la entrega de 
última milla, siendo la prueba el ejercicio de “entrega del documento”, en 
concordancia con las disposiciones regulación de calidad de la Comisión de 
Regulación de Comunicaciones – en adelante CRC –. 
 
En cuanto al Convenio de la Haya de 1965 incorporada al ordenamiento 
jurídico colombiano mediante la Ley 1073 de 2006 con relación a las 
notificaciones personales en el extranjero, establece en el artículo 3° que éstas 
deben ser tramitadas a través de la autoridad o funcionario judicial del Estado 
de origen quien dirigirá una “petición” a la autoridad central del Estado 
requerido para que éste haga la notificación dentro del país de destino o el 
traslado de documentos conforme a los formatos inmersas en la misma ley.  
 
Aclarado lo anterior, se encuentra que la problemática se centra en que dichas 
disposiciones funcionan de forma independiente, generando con ello, una 
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serie de peticiones ante el Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones – en adelante Min Tic –, en cuanto a ¿quién puede hacer las 
notificaciones en el exterior y qué operador puede cumplir las exigencias del 
numeral 3° del 291 del CGP?, omitiendo que existe otra posibilidad como la 
ofrecida por la Ley 1073 de 2006. Dichas peticiones están orientadas 
establecer si la notificación se dio conforme los requisitos de ley establecidos 
o por el contrario poder hacer uso de la causal de nulidad prevista en el artículo 
133 numeral 8° CGP.  
 
Complementado lo expuesto, también se encuentra que en lo dispuesto por el 
CGP la notificación tiene aplicación en Colombia conforme el principio de 
territorialidad de la ley, la cual no es extraterritorial, lo que exige saber ¿cuál 
es el alcance de las disposiciones del CGP artículo 291 para la notificación 
personal en el extranjero?, sabiendo que no se está aplicando la Ley 1073 de 
2006.  
 
Por su parte, la notificación administrativa presenta una serie de 
inconsistencias, teniendo en cuenta que la cobertura de internet no cubre la 
totalidad del territorio nacional1, que genera un impedimento para que las 
notificaciones se puedan hacer por medios electrónicos, quedando casi 
invalidado lo que establece el artículo 203 CPACA con referencia a la 
notificación por vía electrónica, dejando dicha responsabilidad al Estado.  
 
1 Situación que no podría dar alcance al artículo 56 notificación electrónica del CPACA, que 
hace referencia a las autoridades podrán notificar sus actos a través de medios electrónicos, 
siempre que el administrado haya aceptado este medio de notificación. Sin embargo, durante 
el desarrollo de la actuación el interesado podrá solicitar a la autoridad que las notificaciones 
sucesivas no se realicen por medios electrónicos, sino conforme lo establece el artículo 67 del 
mismo código, que expresa: las decisiones que pongan término a una actuación administrativa 
se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona 
debidamente autorizada por el interesado para notificarse. Artículo que reitera en el inciso 
primero que por medio electrónico se puede hacer la notificación personal, cuando no exista 
otra forma de hacerlo 
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En este orden de ideas, queda en manos del Estado el cumplir con las 
notificaciones cuando éstas no logran ser realizadas; en cuyo caso, el Estado 
en su labor administrativa entra a generar gastos operacionales para lograr los 
fines que exige las notificaciones, aspecto que en muchas circunstancias no 
se dan, debido a que no se cuenta con el recurso económico ni humano, 
situación que genera un vacío y una deficiencia en la responsabilidad que tiene 
la Administración para realizar este tipo de operaciones.  
 
La Ley 1437 de 2011, que introdujo la notificación a través de los medios 
electrónicos ha sido un gran avance para Colombia, atendiendo las exigencias 
del desarrollo de las TIC, las cuales constituyen una herramienta fundamental 
en la modernización de la administración de justicia; sin embargo, la normativa 
aún no es clara en saber si la notificación electrónica incluye redes sociales, 
mensajes de textos, mensajes de wasap y demás, generando con ello, una 
serie de interrogantes en cuanto a la validez y alcance de dichas 
notificaciones.  
 
Por lo expuesto, se considera pertinente realizar una investigación en la cual 
se profundice sobre las notificaciones judiciales referente la notificación 
personal en el contexto internacional y las notificaciones administrativas por 
los medios electrónicos. Los aspectos hasta ahora planteados llevan a la 
siguiente pregunta de investigación: ¿Cómo puede darse la validez normativa 
entre lo dispuesto por el CGP y la Convención de la Haya de 1965 para la 
notificación personal y las notificaciones administrativas por medios 
electrónicos a través del CPACA? 
 
Al respecto la validez del acto procesal se da cuando se ha reunido sus 
requisitos esenciales; es decir, que en su configuración la validez implica que 
el acto procesal surte la plenitud de sus efectos, y no se encuentre en función 
de una validación. Los requisitos de forma orientados a dotar la validez al acto 
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procesal están particularmente dirigidos a definir cómo, cuándo, dónde, y por 
quién deben proferirse los actos. 
 
Frente a esta situación las nulidades resultan ser la solución a las fallas de la 
administración en materia de notificaciones judiciales y administrativas; siendo 
un claro ejemplo de estas fallas las notificaciones en el extranjero debido a que 
se ha evidenciado por los derechos de petición elevados ante Min Tic el poco 
conocimiento que existe relacionado al procedimiento normativo a aplicar; es 
por ello, que: 
 
“La relevancia de la notificación internacional se pone de manifiesto en la 
importante función que cubren las normas de derecho internacional privado, 
pues no tendría razón de ser una normativa que no garantice la continuidad 
transfronteriza de los derechos de las partes y que no permitiese al operador 
jurídico el oportuno seguimiento tanto en su fase previa y en su puesta en 
práctica como en su ejecución”2 
 
Así, para dar alcance a lo propuesto se propone el siguiente objetivo general: 
determinar la validez de las notificaciones conforme el CGP y la Convención 
de la Haya de 1965 en el trámite judicial y las notificaciones por medio 
electrónicos en Colombia según e CPACA, el cual se desarrolla, a partir de los 
siguientes objetivos específicos: (i) revisar las notificaciones civiles y 
comerciales conforme el CGP y la Convención de la Haya de 1965; (ii) analizar 
la figura de las notificaciones por medios electrónicos establecidas en el 
CPACA y (iii) determinar la validez tanto de las notificaciones establecidas por 
el CGP y el CPACA a partir de la revisión jurisprudencial.  
 
Objetivos que se abordan teniendo en cuenta que, la notificación judicial es en 
términos generales, el acto destinado a comunicar a las partes que “deban 
intervenir en el proceso jurisdiccional una actuación procesal determinada. La 
 
2 FERNÁNDEZ ROZAS, José Carlos. Notificaciones en el extranjero: experiencias en los 
procesos de integración y en las relaciones entre México y España. En: Revista Mexicana de 
Derecho Internacional Privado, No.7. 1999. p. 45-74. 
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gran importancia de esta comunicación radica en su fuerte relación con el 
derecho a la tutela judicial efectiva y el derecho de defensa”3 
 
En el ámbito internacional la Convención de la Haya de 1965 hace parte de la 
colaboración a nivel internacional, por tanto, esto es fundamental para evitar 
que los procesos judiciales se “vean obstruidos ante la dificultad o 
imposibilidad de llevar actos procesales en el extranjero, los Estados tienen la 
necesidad de crear bases y principios que garanticen la conclusión de ellos 
junto con el respeto de los principios y garantías constitucionales”4 
 
En cuanto a la notificación de los actos administrativos se debe abordar desde 
dos ópticas, una como un procedimiento administrativo, diferente al acto que 
comunica a los administrados, y la notificación como condición de eficacia de 
los actos administrativos, teniendo en cuenta que el acto administrativo es 
válido cuando ha sido emitido por un órgano competente que aplica las normas 
pertinentes y se pronuncia sobre el fondo del asunto que incide en el ámbito 
de derechos y deberes del administrado.  
 
En suma, lo dispuesto hasta ahora, se aborda desde una perspectiva 
metodológica que se desarrolla, a través de un estudio explicativo, que resulta 
pertinente para la investigación, debido a que consiente la relación entre una 
y otra norma para hacer su debida interpretación frente al tema objeto de 
estudio; también ofrece los elementos para comprender porque ocurre un 
fenómeno, para el caso la validez y alcance de las notificaciones personales 
en el extranjero y de las notificaciones administrativas por medios electrónicos, 
permitiendo además interrelacionar su análisis por medio de teorías o criterios 
 
3 GUZMÁN ARIZA. Algunas críticas al procedimiento de notificación en el extranjero en 
materia civil y comercial. En: Revista Derecho Procesal Civil, Vol 21, No. 366. 2017. pp. 94-
97. 
4 SCOTTI, Luciana y GODIO, Leopoldo. La notificación en el extranjero como parte de la 
cooperación internacional. En: Revista Iberoamericana de derecho internacional y de la 
integración, No. 9. 2018. pp. 1-16. 
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como la antinomia que puede contribuir a lograr una mejor comprensión del 
tema en discusión.  
 
Estudio, que se aborda a través de un método documental que ofrece una 
aproximación a los aspectos teóricos relacionados con el objeto de estudio. 
Con el método propuesto se busca lograr una reflexión clara y objetiva de la 
notificación personal en el extranjero y la notificación administrativa por medios 
electrónicos y que puede servir de material de consulta y contribuir a que las 
personas conozcan más del tema.  
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1. PRIMER CAPÍTULO: LA ANTINOMIA CONCEPTO, CLASIFICACIÓN Y 
APLICACIÓN EN LA NORMA 
 
La antinomia es una de las figuras que más ayuda a comprender la 
argumentación jurídica, cuando se presentan contradicciones, imprecisiones o 
incoherencias normativas que vulneran el alcance de los preceptos 
normativos, afectando de alguna forma su validez. “El problema de las 
antinomias o contradicciones internas del ordenamiento jurídico, ha sido 
abordado usualmente por la doctrina a partir de la connotación de sistema que 
predica del ordenamiento jurídico, y que exige la coherencia interna del 
mismo”5. 
 
Tal afirmación se comprende cuando en un mismo ordenamiento jurídico se 
atribuyen consecuencias incompatibles en las situaciones reales, como las 
que se desprenden de la aplicación del CGP y la Convención de la Haya de 
1965 en materia de la notificación personal en el extranjero o las que se dan 
frente a la cobertura para la notificación administrativa por medios electrónicos 
conforme el CPACA. Lo anterior, se corrobora “cuando en presencia de cierto 
comportamiento o situación de hecho encontramos diferentes orientaciones 
que no pueden ser observadas simultáneamente”6. 
 
También es preciso señalar que para aplicar la antinomia se debe tener en 
cuenta los métodos que ésta integra, tales como el jerárquico, cronológico y 
especialidad. El primero hace referencia a la incidencia que tiene una ley 
superior para derogar una inferior, derogación que debe hacerse de manera 
formal, para no continuar haciendo uso de normas inexistentes. La segunda 
 
5 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 1287 de 2001. MP. Marco Gerardo Monroy 
Cabra 
6 CARRANZA, Gonzalo. La antinomia como problema de interpretación de principios y la 
solución a través del juicio de ponderación. Alusión a la aplicación en el Tribunal Constitucional 
Español. En: Revista Micro Juris. 2015. pp. 1-8. 
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sirve de complemento para la primera, debido a que la derogación debe tener 
en cuenta el factor cronológico, para saber que norma esta vigente en el 
tiempo y la tercera la razón que lleva a que una ley derogue otra.  
 
Se tiene que se distinguen diversas formas de antinomias entre ellas la 
Contingente o en concreto: Se trata de aquella en la que no contamos por 
adelantado con los supuestos o casos de aplicación, ni contamos por ello “con 
una misma regla segura para resolver el problema y En abstracto, internas o 
propias del discurso de validez: es aquella en la que los supuestos de hecho 
descriptos por las dos normas se superponen conceptualmente, de forma tal 
que, al menos, siempre que pretendamos aplicar una de ellas, nacerá el 
conflicto con la otra”7. 
 
La validez, en palabras de Bobbio8 se comprende como un sistema jurídico 
compatible, significa que no admite la incompatibilidad de las normas; de 
existir dos normas similares deben ser en términos de compatibilidad que la 
usa sirva en función de la otra. “Las antinomias son una consecuencia natural 
del dinamismo de los sistemas jurídicos y también, por qué no, de un cierto 
déficit de racionalidad del legislador, pues muchas antinomias podrían 
evitarse, bien absteniéndose de dictar normas contradictorias con otras 
precedentes, bien eliminando del sistema a estas últimas”9. 
 
También es importante aclarar que para la solución de estas antinomias “los 
jueces se valen de ciertos criterios –preconstituidos o no– que evidencian que 
 
7 Ibid., p. 4. 
8 BOBBIO, Norberto. Teoría general del Derecho. Santa Fe de Bogotá: Temis. 1994. p. 183 
9 PRIETO SANCHIS, Luis. Observaciones sobre las antinomias y el criterio de ponderación. 
En: Revista Dirittis y Questioni Pubbliche, No. 2. 2002. pp. 97-114. 
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los sistemas jurídicos no son meros conjuntos de normas, sino conjuntos 
ordenados de ellas”10.  
 
De otra parte, se tiene que las antinomias se clasifican en tres categorías: las 
genéricas que son las inconsistencias genéricas entre las mismas normas; 
contextuales se dan cuando modalizaciones deónticas incompatibles entre las 
normas; y conflicto inconcreto que se originan de la imposibilidad empírica 
para llegar a cabo los comportamientos obligatorios para la situación en 
discusión.  
 
En el ámbito doctrinal “se ha planteado que los conflictos constitucionales no 
son antinomias in abstracto, determinables a priori, sino que son colisiones 
normativas inconcreto porque dependen de circunstancias empíricas””11. Un 
ejemplo de antinomias es lo que se presenta con la notificación personal en el 
exterior; en donde el CGP artículo 291 da un tiempo de 1 mes y la Ley 1073 
de 2006 de 6 meses.  
 
Al decir de la Corte Constitucional, “cuando dos normas pertenecientes a un 
mismo sistema normativo, que, concurriendo en los ámbitos temporal, 
espacial, personal y de validez, reconocen consecuencias jurídicas 
incompatibles entre sí a determinado supuesto fáctico, resultando imposible 
su aplicación simultánea”12, se debe acudir para dar solución a tres criterios 
hermenéuticos ya señalados, que van a permitir dirimir el conflicto entre las 
leyes: el criterio jerárquico según el cual la norma superior prima o prevalece 
sobre la inferior; en el presente caso, prevalecería la Convención de la Haya 
 
10 HENRÍQUEZ VIÑAS, Miriam Lorena. Los jueces y la resolución de antinomias desde la 
perspectiva de las fuentes del derecho constitucional chileno. En: Revista Estudios 
Constitucionales, Vol.11, No 1. 2013. pp. 459-476. 
11 CELIS VELA, Dúber Armando. Conflictos constitucionales, ponderación e indeterminación 
normativa. En: Revista de Estudios de Derecho, Vol. 67, No. 149. 2010. pp. 285-288. 
12 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 439 de 2016. MP. Luís Guillermo Guerrero 
Pérez 
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de 1965 ratificada por la Ley 1073 de 2006 sobre el Código General del 
Proceso – Ley 1564 de 2012 –; el criterio cronológico que ampara la ley 
posterior, para el caso el CGP.  
 
El criterio de especialidad que pondría al Convenio de la Haya de 1965 por 
encima del CGP; sin embargo, la Corte Constitucional al respecto ha señalado, 
que en dicho evento no existe la antinomia, “en razón a que se entiende que 
la norma general se aplica a todos los campos con excepción de aquél que es 
regulado por la norma especial, con lo cual las mismas difieren en su ámbito 
de aplicación”13. 
 
Ahora bien, en el derecho de alguna forma estas antinomias “corresponden a 
una patología congénita del sistema, cuya ocurrencia no es infrecuente, debido 
a que el ordenamiento jurídico está constituido por normas nacidas bajo 
regímenes políticos diversos y, en consecuencia, portadoras de valores y fines 
en ocasiones contradictorios” 14. Aspecto, que se da sin importar si se trata de 
una antinomia abstracta “identificables con la mera interpretación de los textos 
jurídicos, pone de manifiesto una inconsistencia del ordenamiento jurídico”15; 
o las contextuales que “no responden a una inconsistencia del sistema jurídico, 
sino de las circunstancias empíricas del caso el que se produzcan o no”16.  
 
En el contexto jurídico estas circunstancias de aplicación de los enunciados 
“son necesarias para identificar toda clase de antinomias, sea derivadas del 
carácter de las normas de conducta o del contenido de los enunciados 
 
13 Ibid.  
14 LARA MÁRQUEZ, Jaime. Las antinomias en el derecho: el caso de las Leyes 29214 y 
29215. En: Revista 48, No. 48. 2009. pp. 5-38 
15 CABRA APALATEGUI, José Manuel. Antinomias constitucionales. Málaga; Universidad de 
Málaga. 2016, p. 2. 
16 Ibid., p. 4. 
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normativos, ya que entre dos formulaciones normativas no se presenta una 
antinomia por el simple significado de los términos que los componen”17. 
 
Lo que si queda claro es que las antinomias se configuran cuando dos normas 
regulan de forma diferente una situación fáctica, observándose así un conflicto 
en la aplicación del derecho, el cual no es posible aceptar, teniendo en cuenta 
que a donde se llega es un asunto de irracionalidad. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
17AGÜERO, Sebastián. Las antinomias y sus condiciones de surgimiento. Una propuesta para 
los enunciados normativos. En: Revista de Derecho, Vol. 28, No. 2. 2015. pp. 31-46. 
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2. SEGUNDO CAPÍTULO: LA NOTIFICACIÓN PERSONAL EN EL 
CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO – LEY 1564 DE 2012 Y LA LEY 1073 
DE 2006 QUE RATIFICA LA CONVENIO DE LA HAYA DE 1965 
 
El presente capítulo aborda lo concerniente a la notificación personal en el 
ámbito internacional, a la luz del Convenio de la Haya de 1965 reglamentado 
por medio de la Ley 1073 de 2006, aunado a lo dispuesto por el artículo 291 
del CGP solamente en lo referente a la notificación personal en el extranjero.  
 
Para tal fin, el capítulo se desarrolla en dos apartados el primero lo referente 
a como ha sido abordado el Convenio de la Haya de 1965 en la legislación 
colombiana y el conflicto que genera con lo dispuesto en el CGP – antinomia 
–, como complemento de este punto se hace un subcapítulo que muestra el 
análisis a lo antes mencionado. El segundo punto, se orienta al derecho 
comparado y la forma como ha sido abordado el Convenio de la Haya de 1965 
en países como Argentina, México, entre otros.  
 
Teniendo claridad en lo planteado, ya en el tercer capítulo se aborda la 
notificación electrónica desde la óptica del CGP y el CPACA, para establecer 
en el capítulo 3 la validez o no de dichas notificaciones y los eventos en los 
que se puede llegar a la nulidad.  
 
2.1. LA NOTIFICACIÓN PERSONAL EN LA CONVENCIÓN DE LA HAYA DE 
1965 Y EN LA LEY 1564 DE 2012 EN EL EXTRANJERO 
 
El Convenio del 15 de noviembre de 1965 sobre la notificación o traslado en 
el extranjero de documentos judiciales y extrajudiciales en materia Civil o 
Comercial establece variadas formas de transmisión para la notificación o el 
traslado de documentos de Estados contratantes. Se establece que será “la 
ley del juez competente en la esfera internacional la que determine cuando y 
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en qué casos procede dicha notificación en asuntos civiles y comerciales y se 
exige que necesariamente de conocerse la dirección del destinatario del 
documento a notificarse”18 Es importante expresar que no se establecen reglas 
sustantivas con relación a la notificación propiamente dicha.  
 
El Convenio de la Haya de 1965 señala como vía principal para las 
notificaciones en el extranjero aquella que se realiza por medio de la autoridad 
central que para el caso de Colombia es el Ministerio de Relaciones Exteriores 
– Dirección de Asuntos Migratorios, Consulares y Servicio al Ciudadano – 
(Véase anexo A). De esta forma, la autoridad jurisdiccional competente en el 
Estado requirente transmite el documento objeto de traslado o notificación a la 
autoridad central que el Estado requerido haya designado en el marco del 
Convenio. 
 
Las autoridades centrales, intervienen en un comienzo, como agencias 
receptoras de las exigencias provenientes del extranjero, aunque es factible 
que realicen la transmisión de los documentos. En cuanto a las vías. 
Alternativas de transmisión el Convenio de la Haya de 1965 solamente 
establece que la pueden ejercer las autoridades jurisdiccionales del Estado en 
donde se desarrolla el proceso, significa que los jueces del país donde debe 
llevarse a cabo la notificación no tienen intervención alguna en esos actos de 
cooperación internacional.   
 
Dentro de este campo también integra otras modalidades diferentes a las 
autoridades centrales, que son los denominados “métodos alternativos”, que 
establecen la notificación y transmisión por medios diplomáticos y consulares 
– artículos 8.1 y art. 9 del Convenio –; las realizadas por vía postal – art. 10 
 
18 PAREDES, Sebastián. Perspectivas desde un concepto moderno de Cooperación 
jurisdiccional internacional a la reserva de Argentina a las notificaciones postales del Convenio 
de la Haya de 1965. En: Revista Iberoamericana de Derecho Internacional y de la Integración. 
No. 2. 2015. pp. 451-478. 
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inciso a del Convenio –; las comunicaciones directas entre funcionarios 
judiciales, ministeriales u otras personas competentes del Estado de origen 
con sus contrapartes en el Estado de destino – art. 10 inciso b del Convenio – 
y las comunicaciones directas entre cualquier parte interesada en notificar en 
el Estado de destino por medio de funcionarios judiciales, ministeriales u otras 
personas competentes del Estado de destino – art. 10 inciso c del Convenio –
. 
Debido a que el Convenio de la Haya de 1965 no establece ningún tipo de 
jerarquía entre las vías de notificación, la elección de la forma postal quedará 
a disposición del interesado en realizar la comunicación en otro Estado parte, 
siempre que existe la ausencia de oposición por parte del Estado de destino 
por medio de reserva19.  
 
En cuanto a la reserva de las notificaciones postales, estás hacen referencia 
a la oposición extranjera por vía epistolar, que se fundamenta básicamente en 
dos razones:  
 
“la primera que indica que una notificación de este tipo sería una violación a la 
soberanía territorial del Estado receptor; la segunda se fundamenta en que la 
admisión de este tipo de comunicaciones no tiene en cuenta a los jueces o 
autoridades del Estado a donde se dirige el correo al igual que la que se realiza 
por medio de los agentes diplomáticos o consulares, y por tanto, se dificulta su 
control”20 
 
Vale la pena recalcar que la oposición a la validez de las notificaciones 
extranjeras por vía postal, nada tiene que ver con el hecho que las normas 
internas del país de destino recepten y/o autoricen las notificaciones por este 
 
19 La reserva según el Convenio de la Haya de 1965 hace referencia a que los Estados 
contratantes pueden manifestar su oposición a este tipo de notificaciones en su territorio. La 
posibilidad de reservas se centra a las notificaciones que se realizan por medio de los agentes 
diplomáticos o consulares del artículo 8; y las previstas en el artículo 10, que son las que se 
realizan por vía postal; por comunicaciones directas entre funcionarios judiciales ministeriales 
y sus contrapartes en el Estado requerido, por las partes interesadas y los funcionarios en el 
Estado requerido.  
20 PAREDES, Op. cit., p. 9. 
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método, pues lo que se debe tener en cuenta es la declaración del Estado 
parta por medio de su reserva y no el contenido de sus leyes nacionales. Sin 
embargo, más allá de las reservas dadas por los Estados parte, la notificación 
postal día a día ha sido más aceptada, lo que significa, que el Convenio de la 
Haya de 1965 establece que la oposición que formulen los Estados debe 
limitarse a ciertas exigencias, como, por ejemplo, el acuse de envío de la pieza 
postal según lo previsto en el reglamento en el artículo 23.1. 
 
Los aspectos antes señalados, no significan que dicho instrumento no sea 
favorable a la Cooperación Internacional; toda vez, que afianza la celeridad, 
rapidez, costos de los particulares, la labor de los operadores jurídicos a través 
de un método simple que ofrece seguridad jurídica a las partes inherentes en 
un proceso que requiera esta modalidad de notificación.  
 
La Convención de La Haya de 1965 fue aprobada por Colombia mediante la 
Ley 1073 de 200621 declarada exequible a través de la Corte Constitucional en 
sentencia C – 958 de 2007, a través de la cual se establece que la Convención 
se orienta a dos objetivos claros, el primero el conocimiento oportuno por parte 
de los interesados de los documentos judiciales o extrajudiciales que deban 
ser objeto de notificación o traslado y la simplificación de la asistencia judicial 
entre los Estados. Además de lo señalado también contribuye a: 
 
“La pertinencia del mecanismo de notificación y traslado previsto en la 
Convención se hace más evidente para el caso de las materias civiles y 
comerciales. Ello debido a que estos asuntos han adquirido primer orden en la 
sociedad contemporánea, signada por el avance inusitado de las tecnologías 
de la información y las telecomunicaciones, las cuales han agilizado las 
operaciones propias del comercio exterior. Bajo esta perspectiva, la comunidad 
internacional ha reconocido la importancia de contar con procedimientos 
judiciales acordes al carácter expedito de esas transacciones.  Por lo tanto, el 
mecanismo de notificación y traslado de documentos previsto en la Convención 
 
21 En el artículo 30 de dicha ley expresa que la Convención tendrá una vigencia de cinco años 
a partir de la fecha de su entrada en vigor, la cual se renovará cada cinco años salvo denuncia 
de la Convención.  
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es una respuesta acertada a tales requerimientos, puesto que confiere un 
instrumento simple y rápido para dichos trámites judiciales, a la vez que 
establece instancias suficientes para la protección del derecho al debido 
proceso de las partes”22 
 
En este orden de ideas, la Convención de la Haya tiene como fin el conciliar 
las variadas formas de notificación utilizados en los países, además de ofrecer 
los medios para agilizar y facilitar la cooperación entre los Estados, a efecto 
“de que las autoridades de la nación de origen puedan, directamente o a través 
de las autoridades del lugar de destino, notificar o trasladar documentos 
judiciales y extrajudiciales a las personas que se encuentran en el territorio de 
este último”23, haciendo referencia a las áreas del civil y mercantil. La mayoría 
de los tratados internacionales existentes en el área de la cooperación 
procesal internacional se centran en las dos ramas mencionadas, sin dejar de 
lado, que es posible ampliar su ámbito material de validez original cuando 
existe acuerdo de los Estados parte. La Convención de La Haya solo se utiliza 
para la notificación o el traslado en el extranjero de documentos judiciales o 
extrajudiciales.  
 
Lo anterior, lleva a establecer que dicha convención excluye otros aspectos 
relacionados a la cooperación procesal internacional, tales como “el desahogo 
de pruebas o el reconocimiento de validez y la ejecución de resoluciones 
jurisdiccionales, y la no aplicación cuando la dirección del destinatario es 
desconocida”24 
 
Cabe destacar que el Convenio de la Haya 1965 ha logrado consolidar sus 
actividades para facilitar las notificaciones fuera del territorio emisor, 
afianzando su enfoque de auxiliar judicial estrictamente en materia civil y 
 
22 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-958. 2007. M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
23 CONTRERAS VACA, Francisco José. Análisis del Convenio sobre la Notificación o Traslado 
en el Extranjero de Documentos Judiciales o Extrajudiciales en Materia Civil o Comercial. En: 
Revista del Instituto de la Judicatura Federal, No. 2. 2014. pp. 127-158. 
24 Ibid., p.128. 
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comercial. Como ya se expresó en Colombia dicha convención a pesar de 
estar reglamentada con la Ley 1073 de 2006, entró en vigor el 1 de noviembre 
de 2013.  
 
Lo anterior, como referencia del alcance que el Convenio de la Haya de 1965 
ha tenido en el país en materia de notificaciones extranjeras. Aclarado lo 
anterior, se puede afirmar que la notificación en el extranjero reviste de validez 
conforme lo dispone el CGP en su artículo 291 … cuando la comunicación 
debe ser entregada en municipio distinto al de la sede del juzgado, el término 
para comparecer será de diez – 10 días; y si fuere en el exterior el término 
será de treinta – 30 – días.  
 
Referente al tema de la notificación en el extranjero y conforme a lo dispuesto 
por el artículo 291 del CGP, y la Ley 1073 de 2006 en el siguiente apartado se 
presenta el análisis. 
  
2.1.1. Análisis de lo dispuesto por la Ley 1073 de 2006 y el artículo 291 
del CGP  
 
Del análisis de la normatividad contenida en la Ley 1073 de 2006 y el artículo 
de 291 del CGP, se advierte que en la legislación nacional adicional a los 
mecanismos consulares,  existen dos procedimientos para hacer 
notificaciones en el exterior en materia civil y comercial, por lo tanto si se 
escoge el procedimiento estipulado en la Ley 1073 de 2006 que ratifica la 
Convención de la Haya de 1995, la autoridad central en Colombia debe enviar 
a la autoridad central del País requerido la petición de notificación o traslado 
(en el formato pertinente y adjunto a ley), y dos ejemplares de los documentos 
a notificar o trasladar, para que dicha autoridad se encargue de hacer la 
notificación al interior de su territorio, posteriormente esta debe remitir a la 
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autoridad del país de origen la respectiva certificación de la notificación o 
traslado. 
 
A su turno, es importe abordar las disposiciones de los artículos 15 y 16 de la 
citada ley, en donde el primero de ellos, dispone que en los eventos en donde 
se hayan enviado documentos contentivos de demanda para ser notificado o 
trasladado en las condiciones previstas en la convención, podrá el juez en un 
tiempo prudencial dictar sentencia aun cuando el demando no haya 
comparecido al proceso, siempre y cuando se cumplan los siguientes 
presupuestos:   
 
a) El documento haya sido notificado o que se haya dado traslado al mismo 
según las formas prescritas por la legislación del Estado requerido para la 
notificación o traslado de los documentos otorgados en este país y que están 
destinados a las personas que se encuentran en su territorio, o bien, 
 
b) El documento haya sido efectivamente entregado al demandado o en su 
residencia según otros procedimientos previstos por la presente Convención, 
y que, en cualquiera de estos casos, sea de notificación, de traslado o de 
entrega, la misma haya tenido lugar en tiempo oportuno para que el 
demandado haya podido defenderse. 
 
En la primera hipótesis la notificación se efectúa acorde a las leyes del país 
requerido; es decir, a la norma del país extranjero en donde se encuentra la 
persona natural o jurídica demandada, lo que significa que se abre la 
posibilidad de que una norma extrajera tenga efectos jurídicos en un proceso 
que surte en Colombia. La segunda hipótesis la notificación o traslado se hace 
ciñéndose exclusivamente a la convención ratificada de la Haya de 1965 por 
parte de los países contratantes, teniendo como condición subjetiva que la 
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notificación haya tenido lugar oportunamente para que el demando haya 
contado con el tiempo suficiente para ejercer su derecho a la defensa. 
 
En la segunda hipótesis, el artículo 15 abre la posibilidad que el país contrate 
de origen permita que el juez dicte sentencia pese a no contar con la 
certificación de la autoridad central del país requerido, que acredite que se ha 
efectuado la notificación, en los siguientes casos: 
 
a) Que el documento haya sido emitido según alguno de los modos previstos 
por la presente Convención; 
 
b) Que haya transcurrido, desde la fecha de envío del documento, un plazo 
que el Juez estudiará en cada caso individualmente y que no será inferior a 
seis meses; 
 
c) No obstante las diligencias oportunas ante las autoridades competentes del 
Estado requerido, no ha podido obtener certificación alguna. 
 
Como puede observarse, para que el juez dicte sentencia tienen que cumplirse 
las tres condiciones, tanto de modo de emisión del documento según las 
formalidades de la Convención de la Haya de 1965, como el cumplimento del 
término no inferior a 6 meses y que se hayan agotado las solicitudes ante la 
autoridad requerida del país de destino y no se tenga respuesta o noticia del 
trámite de notificación encomendado a la autoridad central del país de destino. 
 
Por su parte el artículo 16 prevé la posibilidad que el demando se exima de los 
efectos de la decisión judicial tomada como como consecuencia de la 
aplicación de los supuestos del articulo 15 antes comentado, cuando 
demuestre que no tuvo conocimiento oportuno de la demanda y que sus 
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argumentos son claramente fundamentados, para cual el demando cuenta con 
término perentorio no inferior a un año para revertir la decisión. 
 
A su turno, una vez agotado el trámite de notificación bajo los parámetros de 
la Ley 1073 de 2006, el proceso debe continuar según lo analizado bajo la 
rigurosidad del CGP, surgiendo entonces una antinomia25 entre los preceptos 
del artículo 291 del CGP, que prevé un término de 30 días para la comparecía 
del demando con  posteridad a la entrega de la citación, en contraposición  de 
lo dispuesto en el artículo 15 de la ley que aprueba la convención, la cual prevé 
la posibilidad que el juez espere un plazo no inferior a seis  para que juez dicte 
sentencia. 
 
Ahora bien, a través de la sentencia de la Corte Constitucional C – 958 de 
2007 que declaró exequible las disposiciones de la Ley 1073 de 2006 que 
ratificó Convención de la Haya de 1965 como ya se expresó, establece 
además que no existe la transgresión a nuestra Constitución Política bajo los 
siguientes argumentos: 
 
“A juicio de la Corte, las normas analizadas confieren facultades suficientes 
para proteger, de un lado, el derecho al debido proceso del demandado y, del 
otro, la eficacia de los procedimientos judiciales.  Nótese como la Convención 
insiste en la necesidad que se garantice la comparecencia del demandado al 
proceso judicial, al punto que sólo permite que se dicte sentencia de fondo en 
el caso correspondiente bajo el cumplimiento de condiciones precisas, todas 
ellas dirigidas al agotamiento de los procedimientos destinados a la notificación 
o traslado de la demanda. Del mismo modo, incluso ante la falta de comparecía 
del demandado luego del cumplimiento de dichos procedimientos, el 
instrumento internacional permite que el demandado reabra el proceso judicial, 
luego de proferirse sentencia, si demuestra fehacientemente que no tuvo 
posibilidad de conocer oportunamente el documento trasladado o notificado. 
En consecuencia, las disposiciones del tratado internacional no interfieren con 
 
25 La antinomia hace referencia al conflicto normativo, a través de la cual se han diferenciado 
tres tipos de antinomia, siendo pertinente para la investigación la parcial – parcial¸ que estipula 
que cuando una de las normas tiene un campo de aplicación que entra en conflicto con el de 
la otra y a su vez un campo de aplicación dentro del cual el conflicto normativo no existe, se 
desprende una intersección que lleva a que el conflicto se dirima; es decir, puede actuar una 
u otra.  
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la posibilidad que el demandado ejerza oportunamente el derecho de 
contradicción”26 
 
Como lo ha señalado esta Corporación en asuntos análogos, el ejercicio 
adecuado del derecho de defensa dentro de los procesos judiciales está 
supeditado a que los diferentes actos procesales sean debidamente 
notificados a los interesados. Al respecto, la jurisprudencia ha insistido en que 
“la notificación, en cualquier clase de proceso, se constituye en uno de los 
actos de comunicación procesal de mayor efectividad, en cuanto garantiza el 
conocimiento real de las decisiones judiciales con el fin de dar aplicación 
concreta al debido proceso mediante la vinculación de aquellos a quienes”27. 
 
De igual manera, la notificación es un acto procesal que desarrolla el principio 
de la seguridad jurídica, pues de él se deriva la certeza del conocimiento de 
las decisiones judiciales. Así pues, la Corte Constitucional ha resaltado la 
importancia que presenta la notificación en tanto que acto procesal 
encaminado a garantizar el ejercicio del derecho de defensa de quien debe 
acudir por ley a la contradicción del proceso. Como se observa, las 
disposiciones del tratado refuerzan la necesidad de agotar todas las vías para 
lograr la notificación del escrito de demanda al interesado, “estableciéndose la 
posibilidad de dictar sentencia de fondo sólo de forma excepcional y sujeta, en 
todo caso, a la retrotracción de sus efectos en los casos que el demandado 
demuestre los presupuestos fijados en el artículo 16 de la Convención”28 
 
Desde mi punto de vista, si bien es cierto la Ley 1073 de 2006 no transgrede 
la Carta Política, su aplicabilidad no resulta pacifica al integrase con las 
disposiciones del CGP, porque considero que sería improcedente que el juez 
de conocimiento dicte sentencia bajo los supuestos del artículo 15, teniendo 
 
26 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-958. 2007. M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
27 Ibid. 
28 Ibid. 
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en cuenta que en los eventos de no comparecencia del demando se debe 
recurrir al emplazamiento o la notificación por aviso. 
 
También puede darse la situación que la entidad central del país requerido 
notifique y remita a la autoridad central de nuestro país la respectiva 
certificación que haga constar que la notificación se efectuó, en este evento 
debe esperar el juez de seis meses para que comparezca el demando para 
poder continuar con la actuación procesal o contrario ello solo debe otorgar el 
30 días para la comparecencia del demando, resultando esta última hipótesis 
también improcedente porque el término de 30 días es aplicable cuando la 
citación para la notificación personal es realizada por un operador postal y no 
a través de una autoridad central reconocida por los Estados contratantes de 
una convención internacional como la Convención de la Haya de 1965 objeto 
de análisis.  
 
En conclusión desde mi punto de vista a la luz del ordenamiento jurídico 
Colombiano está revestida validez la notificación efectuada a través del 
mecanismo contemplado en los artículos 3, 4 y 5 de la Ley 1073 de 2013, sin 
embargo su complementación con el proceso regulado por el CGP es 
neurálgica y a pesar de coexistir los dos procedimientos en la legislación su 
aplicación no se observa en su totalidad compatible y esto como consecuencia 
que la Convención de la Haya es procedimiento que data desde 1965, y cuyo 
texto fue ratificado en su integridad por la Ley multicitada ley 1073 de 2006  y 
puesta en funcionamiento desde 2013 y la sentencia que declaró exequible es 
de 2007; es decir es un procedimiento que no está en su totalidad acorde con 
las preceptos del CGP que es la norma posterior y que busca regular una 
realidad más actual del proceso en pro de la celeridad y de tutela efectiva. 
 
Por su parte, si se aplica disposiciones del artículo 291 del CGP, cuando se va 
a notificar una persona en  el exterior, se envía la comunicación a través del 
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servicio postal autorizado por el Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, y se confiere un término  de 30 días posteriores a la fecha 
de entrega de la citación para que el demando comparezca y se efectué la 
notificación personal, la problemática que he conocido desde mi experiencia 
como funcionaria del Min TIC, son las dudas acerca de que operador efectúa 
en el exterior relacionadas con el deber del operador de sellar y cotejar una 
copia de la comunicación según lo indicado por el numeral 3  y también las 
procedimiento que debe seguir el operador  cuando en el lugar de destino se 
rehúsen a recibir la comunicación como el dejar en el lugar la respectiva 
constancia, esta son obligaciones que pueden cumplir los operadores postales 
dentro del territorio nacional, aclarando en todo caso que no son actividades 
postales propiamente dichas pues no emanan de la Ley 1369 de 2009, sino 
de la norma procesal, pero que deben ser acatadas y cumplidas en su 
integridad por dichos operadores por la sensibilidad del tema de cuya actividad 
depende que el demandado al ser notificado ejerza su derecho a la defensa y 
se impuse el proceso. 
 
En el contexto internacional considero que no es procedente exigir las 
formalidades del numerales 3 y 4 del citado artículo 291, teniendo en cuenta 
que los operadores postales autorizados por el Ministerio ya sea el operador 
postal oficial 4-72  o  las empresas de mensajería expresa, para prestar el 
servicio fuera de Colombia se interconectan con los operadores 
internacionales de correo el operador oficial 4-72 y con transportadores 
internacionales las empresas de mensajería, con la finalidad que realicen la 
entrega en el país de destino, la mencionada entrega se realiza de acuerdo a 
las condiciones operacionales que cada de uno de estos maneja en el 
extranjero , por lo tanto su función se ciñe hacer  la entrega y expedir la 
constancia de la misma. 
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Por lo tanto, en mi opinión estas disposiciones no tienen aplicación fuera de 
nuestro País, por lo que los jueces deben admitir las pruebas de entrega que 
expiden los operadores postales que ofrece sus servicios en conexión con el 
exterior en virtud del principio de prevalencia del derecho sustancial sobre las 
formalidades. En conclusión, son validadas las notificaciones efectuadas en el 
exterior, con la sola expedición de la prueba de entrega por parte del operador. 
 
2.2. La notificación personal desde el derecho comparado  
 
Dadas las circunstancias actuales de la humanidad con las migraciones 
constantes por diversos motivos y que no obedecen a objeto de análisis de la 
presente investigación, sino que se referencian para indicar que día a día los 
litigios transfronterizos están en constante aumento, en los cuales se ven 
afectados los intereses de unos y otros o de Estado a Estado y que como 
consecuencia de la globalización esté fenómeno continúa en ascenso; lo que 
exige que en el ámbito internacional se cuente con una ayuda judicial que 
constituye un elemento de primer orden, debido a que sin una organizada 
“cooperación internacional los litigios internacionales difícilmente podrían 
tramitarse sin una mínima garantía de éxito. Y dentro de la asistencia judicial 
internacional, la práctica de notificaciones al extranjero es a su vez una de las 
instituciones más para tener en cuenta”29. 
 
Las notificaciones en los litigios transfronterizos revisten de gran importancia, 
dada la complejidad que su práctica requiere y más aún si se tiene en cuenta 
los marcos normativos que intervienen en ésta, para que se logré conseguir 
una resolución judicial que produzca los efectos en el extranjero. De ahí que 
la notificación constituye un “elemento fundamental de la tutela judicial 
 
29 YBARRA BORES, Alfonso. El sistema de notificaciones en la Unión Europea en el marco 
del reglamento 1393/2007 y su aplicación jurisprudencial. En: Revista Cuadernos de Derecho 
Transnacional, Vol. 5, No. 2. 2013. pp. 481-500. 
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efectiva, de manera que su falta o su deficiente realización, siempre que frustre 
la finalidad con ella perseguida, coloca al interesado en una situación de 
indefensión que es lesiva al derecho fundamental de defensa”30. 
 
En aras de lograr tal finalidad o más bien, el dinamismo de la notificación 
transfronteriza la Unión Europea en pro de armonizar un verdadero espacio 
judicial a aunado los esfuerzos por lograr consolidar un mecanismo de 
notificación y traslado de documentos entre las autoridades y los ciudadanos 
que la integran. Para ello, resulta relevante el Convenio de Bruselas del 27 de 
septiembre de 1968. 
 
“… la ingente obra de construcción del espacio judicial europeo en materia civil 
y mercantil, el legislador comunitario apreció con prontitud la necesidad de 
establecer un mecanismo de notificación y traslado de documentos judiciales y 
extrajudiciales entre los países comprometidos a establecer entre sí una 
estrecha cooperación judicial en materia de Derecho privado…”31 
 
Así, el Convenio de Bruselas del 27 de septiembre de 1968 orientado a la 
notificación o traslado en los Estados miembros de la Unión Europea de 
documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil, adoptado 
por el Consejo por medio del Acto del 26 de mayo de 1997 sobre la base de 
los establecido en el artículo K.3 del Tratado de la Unión Europea, el cual 
nunca logró entrar en vigor, debido a que fue remplazado por el Tratado de 
Ámsterdam del 2 de octubre de 2000, relativo a la notificación y al traslado en 
los Estados miembros documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil 
y mercantil dio origen al Reglamento (CE) 1348/2000 del Consejo, modificado 
por el Reglamento 1393 de 2007 que ha sido aplicado desde 2008  
 
 
30 YBARRA BORES, Alfonso. El sistema de notificaciones en la Unión Europea en el marco 
del reglamento 1393/2007 y su aplicación jurisprudencial. En: Revista Cuadernos de Derecho 
Transnacional, Vol. 5, No. 2. 2013. pp. 481-500. 
31 YBARRA BORES, Op. cit., p. 482. 
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El Reglamento 1393 de 2007 tiene como fin mejorar y acelerar la transmisión 
de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil a efectos 
de su notificación o traslado entre los países miembros. Con este reglamento 
se tiene como objetivo específico el “establecimiento de un sistema de 
transmisión directa y célere de los documentos judiciales y extrajudiciales que, 
en todo caso, no menoscabe las condiciones de legibilidad y fidelidad del 
documento recibido, esto es, la seguridad de la transmisión”32 esto atendiendo 
el principio de subsidiariedad y proporcionalidad consagrado en el artículo 5 
del Tratado de la Unión Europea consolidado en el Tratado de Lisboa del 13 
de diciembre de 2007.  
 
El Reglamento 1393 de 2007, en el artículo 12 establece que el mismo no se 
aplica cuando el domicilio de la persona a la que se debe notificar o trasladar 
el documento sea desconocido. 
 
“…la finalidad de este precepto es eximir al Estado miembro requerido de toda 
responsabilidad por la notificación o traslado de un documento a un destinatario 
cuyo domicilio sea desconocido, lo que no significa que la entidad del Estado 
miembro requerido que reciba una solicitud de notificación o traslado de un 
documento a un destinatario cuya dirección sea incompleta o inexacta pueda 
dispensarse de tratar de hallar dicha dirección por los medios de que disponga; 
sólo si pese a tales gestiones no puede determinarse la dirección del domicilio 
del destinatario, el documento deberá ser devuelto, a la mayor brevedad, al 
organismo de origen…”33 
 
La cooperación en materia de transmisión de documentos judiciales o 
extrajudiciales, el Reglamento 1393 de 2007 permite la designación de 
organismos competentes para la transmisión y recepción de los documentos 
judiciales y extrajudiciales, como de entidades centrales para facilitar la 
cooperación entre los países de la Unión Europea.   
 
 
32 Ibid., p. 484. 
33 Ibid., p. 485. 
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En este orden de ideas, el Reglamento 1393 de 2007 integra la notificación de 
documentos a los destinatarios finales, para lo cual prevé cuatro fórmulas que 
se describen a continuación: 
 
• El artículo 7 del reglamento establece la vía ordinaria de la notificación que 
indica que el organismo receptor del Estado requerido lleva a cabo la 
notificación o traslado, o imparte las instrucciones para que ésta se realice, 
cuidando de los plazos requeridos o en el menor plazo. En esta fórmula, la 
notificación se puede dar por doble vía, la primera conforme al ordenamiento 
jurídico del Estado requerido, o haciendo uso de la regla lex fori regit 
processum34. 
 
• El Estado requerido realiza la notificación de documentos judiciales y 
extrajudiciales por medio de Agentes diplomáticos o consulares debidamente 
acreditados, ejercicio que puede ser rechazado por el Estado requerido. 
 
• La notificación efectuada por correo postal desde el correo del Estado 
requirente a las personas que residen en el Estado requerido, para lo cual se 
requiere una cara certificada con acuse de recibo o equivalente. 
 
• El artículo 15 del reglamento establece para la notificación de documentos 
judiciales y extrajudiciales que cualquier persona interesada en un proceso 
judicial puede efectuar la notificación o traslado de los documentos en cuestión 
por medio de agentes judiciales, o funcionarios competentes del Estado 
requerido siempre y cuando el Estado lo permita.  
 
 
34 Regla que hace referencia a que los actos procesales se darán habitualmente conforme a 
lo establecido por la propia ley del Estado, se fundamenta en el principio de territorialidad de 
las leyes procesales.  
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En síntesis, el Reglamento 1393 de 2007 es un mecanismo de transmisión de 
documentos confiables y garantistas de la comunicación directa entre 
organismos designados por la Unión Europea, que ha resultado eficiente en 
mantener y desarrollar un auténtico espacio de libertad, seguridad y justicia en 
la libre circulación de personas. 
 
Como se puede observar la cooperación jurídica internacional en la Unión 
Europea ha sido bastante trabajada, con el fin de brindar la seguridad jurídica 
a quienes deben hacer uso de ésta; gracias a que, la misma opera como un 
mecanismo que facilita la eficacia de un acto o procedimiento jurídico, para el 
caso, las notificaciones personales que deban generar efecto o llevarse a cabo 
en una jurisdicción extranjera.  
 
Pues bien, lo señalado aporta a la cooperación internacional en materia 
jurídica una respuesta positiva en los procesos transfronterizos y que en otras 
latitudes reflejan los avances logrados al respecto, tal como lo señala O'Reilly 
(2017) al cuestionarse si “¿constituye el procedimiento actual de notificación 
en el extranjero un procedimiento eficaz y eficiente de acuerdo a las exigencias 
del mundo moderno?” (pág. 95). Para dar respuesta a dicho interrogante, 
realiza el análisis en República Dominicana, indicando que la notificación 
extranjera esta concebida en el numeral 8° del artículo 69 del Código de 
Procedimiento Civil y reglamentado por cinco artículos de la Ley 716 de 1944 
sobre las funciones públicas de los Cónsules dominicanos que requiere ser 
analizada, para detrminar si con la función que ellos realizan se aseguran las 
garantías jurisdiccionales en notificaciones transfronterizas.  
 
Así, la República Dominicana, al igual que muchos países Iberoamericanos, 
todavía utilizan la notificación por vía consular compuesta de trámites que 
dejan en vilo las garantías procesales:  
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“primero, se notifica el acto de emplazamiento al representante del Ministerio 
Público ante el tribunal que deba conocer de la demanda, quien deberá visar el 
acto y remitir copia por la vía administrativa al Ministerio de Relaciones 
Exteriores, institución encargada de enviarlo al cónsul más cercano a la 
localidad de destino”35 
 
Una vez el cónsul recibe el acto, debe convocar a la parte para que se dirija a 
las oficinas consulares a retirarlo. En caso de que la persona no se pueda 
ubicar, el cónsul debe trasladarse para notificar a la persona, si ésta a 50 km 
de la oficina consular o emitir una comunicación de una supuesta imposibilidad 
de notificación. Este último documento “la imposibilidad de notificación – ha 
devenido en suficiente para que los tribunales de la República Dominicana 
consideren cubierto el requerimiento de notificar correctamente a la 
contraparte”36. 
 
Situación que ha llevado a que la jurisprudencia dominicana considere lento e 
ineficaz el procedimiento para la notificación, que refleja una serie de 
“incompatibilidades entre el procedimiento actual y la solidaridad internacional 
y constitucionalización del derecho que van desde la ausencia de garantía real 
de los principios de tutela judicial efectiva y debido proceso, hasta la inserción 
de procedimientos internos en ordenamientos extranjeros”37.  
 
Lo analizado refleja las dilaciones burocráticas existentes en República 
Dominicana que hace que la justicia no sea efectiva, a lo que se suma, que la 
notificación en el extranjero es incompatible con otros procedimientos 
especiales; toda vez que no está establecida, situación que refleja cuando se 
desconoce la dirección del destinatario en el extranjero reflejo del vacío 
normativo tangible al no incorporar ni el Código Procedimiento Civil ni la Ley 
716 de 1944 “mecanismos que permitan la coexistencia tanto del 
 
35 O’REILLY CUEVAS, Op. cit., p. 95. 
36 Ibid., p. 95. 
37 Ibid., p. 96. 
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procedimiento de notificación en el extranjero y del establecido para una 
notificación en domicilio desconocido cuando se tiene la certeza de que la 
personas reside en el extranjero, pero se desconoce su morada”38. 
 
Para solucionar lo expuesto se requiere que el país entre en la llamada 
cooperación judicial internacional, a fin de lograr un mayor desarrollo de un 
proceso en un territorio determinado; por ello, es indispensable que el Estado 
dominicano se acoja al Convenio de la Haya de 1965 cuyas ventajas en 
síntesis son: “rapidez, seguridad de la transmisión, la comodidad para el 
requirente y la protección de los intereses del Estado requerid, quien podrá 
controlar las notificaciones en su territorio procedentes del extranjero”39. 
 
La importancia de la notificación internacional se manifiesta en la visible 
función que cumplen las normas de derecho internacional privado; toda vez, 
que a través de ésta se logra que la normativa dispuesta garantice la 
continuidad transfronteriza de los derechos de las partes y el oportuno 
seguimiento tanto en su fase previa, práctica y ejecución. En el sector de las 
notificaciones en el extranjero México hasta hace poco se ha caracterizado 
por una gran variedad de normas convencionales en la materia, que ofrecen 
abundantes problemas para la delimitación de sus ámbitos de aplicación:  
 
“… porque los Convenios de este tipo suscritos por México no contienen 
cláusulas de validez universal, debido a que su puesta en marcha requiere el 
concurso recíproco de autoridades de dos o más Estados, para el caso, con 
España que entraña una secuela fundamental y es el “régimen común” que 
opere en defecto de tratado…”40 
 
 
38 Ibid., p. 96. 
39 Ibid., p. 97. 
40 FERNÁNDEZ ROZAS, Op. cit., p. 47. 
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En este orden de ideas, la primacía del régimen convencional establecido en 
México por medio de los artículos 54341 y 54942 del Código de Procedimientos 
Civiles – CFPC – de 1988 que se ciñen a “lo dispuesto por los tratados y 
convenciones de los que México sea parte”.  
 
El Derecho común mexicano regula esta materia dentro del ámbito de 
competencia; sin embargo, es importante recalcar que la normativa mexicana 
no contempla que los tribunales queden obligados por el mero hecho de la 
solicitud de cooperación, ni que se reconozca la competencia de dicho 
Tribunal.  
 
“La solicitud a un Tribunal mexicano de una notificación en el extranjero debe 
efectuarse por la parte interesada – art. 547 CFPC – y se encomendará al 
Servicio Exterior Mexicano por los tribunales que conozcan del asunto – art- 
578 CFPC – a través del cauce determinado en los arts. 549 – 556”43 
 
Al igual que otros Estados del continente americano, México hace parte del 
Convenio de la Haya de 1965 desde 1986, adicionalmente también es Estado 
parte de cinco instrumentos de cooperación internacional en materia judicial, 
siendo estos:  
 
• La Convención sobre la Obtención de Pruebas en el Extranjero en materia 
Civil y Comercial del 18 de marzo de 1970, el cual establece en el artículo 35 
que es a través de la designación de autoridades a las cuales los agentes 
diplomáticos o consulares deberán dirigirse para la realización de 
notificaciones en otros Estados parte. Ratificado por Colombia a través de la 
 
41 Artículo 543. En los asuntos del orden federal, la cooperación judicial internacional se regirá 
por las disposiciones de este libro y demás leyes aplicables, salvo lo dispuesto por los tratados 
y convenciones de los que México sea parte. Artículo adicionado DOF 12-01-1988. 
42 Artículo 549. Los exhortos que se remitan al extranjero o que se reciban de él se ajustarán 
a lo dispuesto por los artículos siguientes, salvo lo dispuesto por los tratados y convenciones 
de los que México sea parte. Artículo adicionado DOF 12-01-1988 
43 FERNÁNDEZ ROZAS, Op. cit., p. 48. 
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Ley 1282 de 2009 y declarada exequible por medio de la jurisprudencia C – 
638 de 2009 de la Corte Constitucional.  
 
• El Convenio de la Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores del 25 de octubre de 1980. 
 
• Convención de la Haya sobre la Protección de Menores y la Cooperación 
en materia de adopción internacional del 3 de diciembre de 1986. 
 
• Convención por la que se Suprime el Requisito de Legalización de los 
documentos públicos y extranjeros del 5 de octubre de 1961 
 
• Convenio de la Haya sobre Acuerdos de Elección de Foro del 30 de junio 
de 2005 este convenio se orienta a acuerdos exclusivos de elección de foro 
en casos internacionales entre profesionales en asuntos civiles y comerciales 
– art. 1° –. Son países miembros la Unión Europea – salvo Dinamarca –, 
Estados Unidos y Singapur. Colombia aún no hace parte de este convenio.  
 
“El Convenio tiene el potencial para convertir a las cortes nacionales en una 
opción atractiva para los actores del comercio internacional en la medida que 
podría ayudar a superar la dificultad que muchas veces encuentran las partes 
de que no sea respetado su acuerdo de elección de foro bajo ciertos regímenes 
nacionales. Esta certeza sobre la aplicabilidad de las cláusulas de elección de 
foro promovería una mayor seguridad jurídica para los negocios 
internacionales”44  
 
En materia de notificaciones dicho convenio establece en el artículo 9 
denegación del reconocimiento o de la ejecución:  
 
 
44 CRUZ, María Angélica. La entrada en vigor del Convenio de la Haya sobre Acuerdos de 
Elección de Foro y la Creación de Cortes de Comercio Internacional. 12 de febrero de 2016. 
Disponible en: https://dernegocios.uexternado.edu.co/controversia/la-entrada-en-vigor-del-
convenio-de-la-haya-sobre-acuerdos-de-eleccion-de-foro-y-la-creacion-de-cortes-de-
comercio-internacional/ 
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“i) no fue notificado al demandado con tiempo suficiente y de forma tal que le 
permitiera preparar su defensa, salvo que el demandado haya comparecido 
ante el tribunal de origen para proceder a su defensa sin impugnar la 
notificación, siempre que la ley del Estado de origen permita que las 
notificaciones sean impugnadas; o ii) fue notificado al demandado en el Estado 
requerido de manera incompatible con los principios fundamentales sobre 
notificación de documentos de ese Estado…”45  
 
De los Convenios antes señalados de los que México es Estado parte, se tiene 
que el Convenio sobre la Notificación o Traslado en el Extranjero de 
Documentos Judiciales y Extrajudiciales en materia Civil y Comercial no ha 
hecho el uso adecuado de dicho instrumento; debido a que, teniendo en 
cuenta el auxilio judicial, con anterioridad al convenio antes citado, México ya 
hacía uso de otros de gran importancia como:  
 
• Congreso de Montevideo del 11 de enero de 1889 – Tratado de Derecho 
Procesal Internacional – que en el artículo 3 enuncia: …los exhortos y cartas 
rogatorias surtirán sus efectos en los otros Estados signatarios con arreglo a 
lo estipulado en este Tratado, siempre que estén debidamente legalizados y 
el artículo 9 dice:  … los exhortos y cartas rogatorias que tengan por objeto 
hacer notificaciones, recibir declaraciones o practicar otra diligencia de 
carácter judicial, se cumplirá en los Estados signatarios, siempre que dichos 
exhortos o cartas rogatorias reúnan las condiciones establecidas en este 
Estado.. Colombia se hizo Estado parte con la Ley 68 de 1920. 
 
• La primera Conferencia de la Haya celebrada entre el 12 al 27 de 
septiembre de 1893, mediante la que se aprobó las disposiciones referentes 
a la comunicación de actos judiciales, extrajudiciales y las cartas rogatorias. 
Entre 1893 hasta 1904 la Conferencia adoptó siete convenios internacionales, 
 
45 HAGUE CONFERENCE ON PRIVATE INTERNATIONAL LAW CONFÉRENCE DE LA 
HAYE DE DROIT INTERNATIONAL PRIVÉ [HCCH]. Convenio sobre Acuerdos de Elección 
de Foro. 30 de junio de 2005. Disponible en: https://assets.hcch.net/docs/4ddb0a2b-327d-
47c3-89f1-bc15679ffc99.pdf 
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todos reformados por instrumentos modernos. Entre 1951 y 2008 fueron 
adoptados 38 convenios internacionales, los cuales “constituyen el esfuerzo 
de unificación del derecho internacional privado a nivel regional. Los 
convenios más ratificados, son: notificación y traslado de documentos, 
supresión de la exigencia de legalización – apostilla – y obtención de pruebas 
en el extranjero, entre otros”46  
 
Como se puede observar México ha incursionado por la mayoría de Las 
convenciones de la Haya con el fin de promover la cooperación procesal 
internacional; sin embargo, es importante aclarar que el país mexicano, dicha 
cooperación la ha centrado en el Convenio de la Haya de 1965 en materia civil 
y mercantil, la cual ha sido utilizada para la notificación o el traslado en el 
extranjero de documentos judiciales o extrajudiciales. Conforme a lo anterior 
“se puede observar que se excluyen otros aspectos atinentes a la cooperación 
procesal internacional, tales como el desahogo de pruebas el reconocimiento 
de validez y la ejecución de resoluciones jurisdiccionales, no es aplicable 
cuando la dirección del destinatario es desconocida”47 
 
Dicho convenio en México ha sido de gran utilidad para afianzar la 
participación del país en el sistema internacional de cooperación procesal 
existente, la meta está en que hacia el futuro puedan satisfacerse la totalidad 
de las exigencias internacionales y nacionales para que se cumpla a cabalidad 
todo lo dispuesto en el convenio.  
 
En Argentina, el Poder Ejecutivo Nacional es el que tiene la competencia 
exclusiva en materia de relaciones con el exterior, a través del Ministerio de 
Relaciones Exteriores y Culto, entidad que se encarga de mantener contacto 
con los diplomáticos y consulares en el extranjero avalados en el país. “En 
 
46 Ibid., p. 1. 
47 CONTRERAS VACA, Op. cit., p 129. 
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uso de esta facultad, debe actuar como intermediario de las notificaciones y 
comunicaciones entre los funcionarios estatales y las misiones extranjera, 
incluyendo aquellas remetidas desde y hacia el poder judicial”48.  
 
Argentina tiene una larga trayectoria en la misión por lograr establecer una 
misión diplomática que consolide la representación política en el extranjero; 
así, en el siglo XX Argentina se hizo Estado parte con diversos instrumentos 
bilaterales y multilaterales como:  
 
• La Convención Americana sobre Funcionarios Diplomáticos del 20 de 
febrero de 1928, 1961 y 196, ratificada por Colombia el 15 de diciembre de 
1936. 
 
• Convención de Viena sobre relaciones consulares del 20 de febrero de 
1928. Ratificada por Colombia el 4 de noviembre de 1971 por medio de la Ley 
17 de 1971. 
 
Conforme a la acogida de dichas convenciones Argentina ha logrado la 
interacción con los representantes extranjeros canalizada a través del órgano 
del Poder Ejecutivo encargado de la política internacional, que busca 
centralizar en una única dependencia del Estado las relaciones 
internacionales en materia judicial, siendo una de sus funciones centrales, 
remitir las notificaciones en el marco de una causa judicial. Situación 
afianzada por la normativa interna como el Decreto del Poder Ejecutivo 
Nacional del 11 de octubre de 1872, en la que se estipula que no es necesaria 
la intervención del Ministerio de Relaciones Exteriores en dos circunstancias:  
 
 
48 LABORÍAS, Alexis Rodrigo. El procedimiento de comunicación entre el poder judicial y las 
embajadas y consulados extranjeros. En: Revista Electrónica del Instituto de Investigaciones 
“Ambrosio L Gioja”, Vol. 6, No. 9. 2013. pp. 102-130. 
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“… en primer lugar, cuando una autoridad nacional solicita el cumplimiento de 
una diligencia judicial en el extranjero, quedando autorizada a remitir su pedido 
directamente al agente diplomático o consular argentino acreditado en el 
Estado destinatario; y, en segundo lugar, cuando un agente diplomático o 
consular extranjero, acreditado en Argentina, tenga que remitir a una autoridad 
judicial un exhorto de su país para gestionar su cumplimiento. En este último 
caso, se debe dirigir directamente a los presidentes de los Tribunales de 
Justicia, o a los Jueces Federales, según el caso. El propio decreto menciona 
en sus considerandos que el trámite seguido hasta esa fecha era centralizar 
todas esas gestiones en el Departamento de Relaciones Exteriores, quien 
despachaba los documentos para los destinatarios que correspondiera en cada 
caso…”49 
 
En febrero de 1908 se dictó el decreto B.O del 21 de febrero de 1908 que 
complementaba el de 1872 que se orientó a simplifica el trámite de las 
diligencias judiciales que se soliciten del extranjero por vía diplomática, este 
decreto suprimía la intervención del Ministerio de Justicia. Posterior a estas 
normas existieron una serie de reformas que se orientaron a la distribución de 
competencias entre los diferentes órganos para la comunicación extranjera.  
 
Así, a mediados del siglo XX se da la reforma constitucional de 1949 se dio 
una nueva organización y competencias del poder judicial reglamentado por 
la Ley 13.998 sancionada en 1950. En este periodo la Corte Suprema aprueba 
un nuevo reglamento para la Justicia Nacional, sancionada en diciembre 12 
de 1952, la cual en el artículo 38 señala:  
 
“Las comunicaciones a los agentes diplomáticos extranjeros acreditados en el 
país, se harán por oficio dirigido al Ministerio de Relaciones Exteriores. Los 
exhortos a autoridades judiciales extranjeras podrán remitirse directamente a 
los agentes diplomáticos argentinos o, en su defecto, a los cónsules 
acreditados en el país respectivo”50  
 
En 1957 la Convención Constituyente dejó sin efecto casi todas las reformas 
introducidas en 1949 y, en consecuencia, se dictaron nuevas normas para 
 
49 Ibid., p. 102. 
50 Ibid., p. 114. 
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regular la actividad del Poder Judicial. De esta forma, el Decreto Ley 1285 de 
1958 derogó la Ley 13.998 de 1950, aunque conservó parte de su articulado. 
En mayo de 1995 se sancionó la Ley 24.488 de 1995 de Inmunidad de los 
Estados Extranjeros, en la cual se regula la demandabilidad de los entes 
soberanos ante los tribunales nacionales. Esta norma no hace referencia 
alguna a “notificación de la demanda, a pronunciamientos jurisdiccionales en 
ausencia de sujeto o representante que por su naturaleza ha de gozar de 
inmunidad de jurisdicción, a los tratos especiales durante la sustanciación del 
proceso”51. 
 
En este punto interactúan la Ley 1285 de 1958 y la Ley 24.488 de 1995 se 
complementan, ya que la primera hace referencia a las comunicaciones y/o 
notificaciones y la segunda a la competencia de los órganos. Dado el 
compendió de normas al interior de país que trataron de regular las 
notificaciones en el extranjero, es hasta 1995 que se acoge como Estado parte 
del Convenio de la Haya de 1965 por medio de la Ley 25097 de febrero 21 de 
1999, la cual no es exclusiva, debido a que en La Argentina hace reserva del 
artículo 10, por lo tanto, solo acepta las notificaciones a través de la 
Autoridades Centrales del Convenio  
 
Cierto es que en la Argentina “las notificaciones realizadas fuera de la 
Convención de La Haya u otros instrumentos internacionales, no tendrán 
efecto en la Argentina y que los procesos o medidas que se lograron a través 
de este tipo de notificación no tengan validez”52. Sin embargo, si por ejemplo 
una persona es notificada en la Argentina sin tener claridad de su domicilio, 
no se aplica la convención ni ninguna otra, La Argentina tiene la obligación de 
 
51 Ibid., p. 120. 
52 QUAINI, Fabiana. Notificaciones internacionales realizadas fuera de los tratados 
internacionales. Su validez en el país del demandante y sus efectos en la Argentina. 11 de 
junio de 2018. Disponible en: https://aldiaargentina.microjuris.com/2018/06/11/notificaciones-
internacionales-realizadas-fuera-de-los-tratados-internacionales-su-validez-en-el-pais-del-
demandante-y-sus-efectos-en-la-argentina/ 
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aceptar la notificación que se haya cursado siguiendo lo ordenado por el juez 
extranjero y las consecuencias de dicho proceso.  
 
En el caso de darse una notificación de un país hacia la Argentina, esta ópera 
conforme las relaciones establecidas; un claro ejemplo es la forma como 
procede la notificación personal para los argentinos en Estados Unidos:  
 
“Una persona en la Argentina, que puede estar o no residiendo, inclusive de 
paseo, puede recibir una notificación que cursa un escribano, un abogado u 
otra persona. Esto puede suceder en su domicilio como en la calle, en un 
restaurante, poco importa el lugar realmente. Lo único que vale cuando se trata 
de una notificación personal es que haya una declaración jurada en un formato 
que entrega la corte que autoriza tal notificación que debe indicar que la 
notificación fue realizada en forma personal, la hora el día y el lugar donde fue 
notificada. Muchas veces se acompaña una foto del momento cuando se la 
está notificando”53 
 
Otra forma para realizar la notificación personal es por correo postal o correo 
privado, como se utiliza en Colombia. Argentina ha logrado tener un mayor 
alcance en materia de notificaciones hacia el extranjero, gracias la normativa 
interna y al Convenio de la Haya de 1965.  
 
Como se puede observar de lo abordado en el derecho comparado, continúa 
existiendo un complejo proceso en los diferentes países para comprender el 
alcance y funcionamiento del Convenio de la Haya de 1965, pesé a que 
algunos países como México y Argentina el avance ha sido más significativo 
que en Colombia, haciendo énfasis que se han adherido a otras formas de 
ayuda internacional para el manejo de los asuntos civiles y comerciales. 
También es de destacar que la Unión Europea se ha consolidado más en el 
tema y que la República Dominicana se encuentra en proceso de 
consolidación de dicha cooperación internacional.  
  
 
53 Ibid., p. 1. 
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3. TERCER CAPÍTULO: LA NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA EN LA 
LEY 1564 DE 2012 Y LA LEY 1437 DE 2011 
 
El presente capítulo integra los aspectos normativos inherentes a la 
notificación electrónica en la legislación colombiana, haciendo énfasis el CGP 
y el CPACA. Para tal fin, se estructura en tres apartados, el primero integra la 
normativa general, el segundo lo concerniente al CGP y el tercero al CPACA. 
La finalidad del capítulo es comprender como la notificación electrónica ha sido 
concebida en el ordenamiento colombiano y la rigurosidad que cada 
ordenamiento ha integrado, para lograr establecer en el tercer capítulo la 
validez o no de la misma en los diferentes ordenamientos.  
 
3.1. ANTECEDENTES NORMATIVOS DE LA NOTIFICACIÓN 
ELECTRÓNICA EN LA LEGISLACIÓN COLOMBIANA  
 
La notificación es un acto procesal dirigido a los interesados, la cual es singular 
– persona o persona –es decir, determinada. Es la técnica más solemne y 
formal que incluye la actuación mediante la cual los funcionarios atestiguan 
haber entregado a una persona la copia escrita de un acto. En este sentido, la 
notificación se consagró en el artículo 45 del Decreto 01 de 1984 del anterior 
Código Contencioso Administrativo en los siguientes términos: si no se pudiere 
hacer la notificación personal al cabo de cinco (5) días del envío de la citación, 
se fijará edicto en lugar público del respectivo despacho, por el término de diez 
(10) días, con inserción de la parte resolutiva de la providencia.  
 
Según, el Decreto 01 de 1984 la notificación estaba regulada en forma 
subsidiaria y, por tanto, procedía siempre que no se pudiera llevar a cabo la 
notificación personal. En este evento y luego de transcurridos cinco (5) días 
del envío de la citación para llevar a cabo la notificación personal, la 
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administración debía fijar un edicto en un lugar público durante el plazo 
indicado y las formalidades exigidas por la norma.  
 
Hasta este momento la notificación se surtía por medio escrito que era la forma 
que se conocía; la cual se podía hacer por telegrama, aviso en el periódico, 
por estado, entre otras, pero siempre mediaba un documento – un 
desplazamiento – unos términos para su entrega y aceptación –. Con la 
llegada de la tecnología la notificación personal se transformó, siendo una de 
las primeras normas para integrarla al ordenamiento jurídico colombiano, la 
Ley 270 de 1996 estatutaria de administración de justicia, que en su artículo 
95 indicaba que … juzgados, tribunales y corporaciones judiciales podrán 
utilizar cualquier medio técnico, electrónico, informático y telemático, para el 
cumplimiento de sus funciones…. Los documentos emitidos por los citados 
medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad 
y el cumplimiento de los requisitos exigidos por las leyes procesales… 
 
Como se puede observar el artículo en mención exige el uso de las TIC con el 
fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, así como ampliar su cobertura.  
El mensaje de datos logró un mayor alcance en la actuación procesal, de modo 
que cuando se haga referencia al uso de, dirección electrónica, correo 
electrónico medios electrónicos o medios magnéticos, se estará “ampliando 
esta categoría a otros sistemas de envío, trasmisión, acceso y 
almacenamiento de mensajes de datos, siempre y cuando estos garanticen la 
autenticidad e integridad del intercambio o acceso de información, en los 
términos de la Ley 527 de 1999”54 
 
54 PASTRANA RAMÍREZ, Álvaro Andrés. Notificación electrónica en la jurisdicción 
contenciosa administrativa y su régimen jurídico. Bogotá, D.C; Universidad Católica de 
Colombia. 2016, p. 14. 
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La Ley 527 de 1999 que nos habla del comercio electrónico y firmas digitales, 
tiene como fin determinar el alcance de la nueva administración electrónica 
frente a los temas de comercio electrónico, que sirven de gran ayuda frente a 
los servicios que presta la administración y donde la función pública realiza un 
avance en el actuar de los medios electrónicos al servicio del Estado. 
 
La Ley 527 de 1999, “a pesar de no tratar de manera directa el tema de las 
notificaciones electrónicas, si sienta las bases sobre las cuales es posible 
realizar este tipo de procedimientos a través del uso de las nuevas 
tecnologías”55 
 
Se puede decir, que Colombia adquirió con prontitud un Plan de Justicia 
Digital, orientado a la modernización de la administración de justicia. Sin 
embargo, con la entrada en vigor de la Ley 527 de 1999 “se presumieron 
auténticos los memoriales y demás comunicaciones cruzadas entre las 
autoridades judiciales y las partes o sus apoderados cuando sean originadas 
desde el correo electrónico suministrado en la demanda o en cualquier otro 
acto del proceso”56  
 
El gobierno Nacional atendiendo la necesidad de optimizar y agilizar los 
trámites de los particulares ante la administración pública, expidió el Decreto 
2150 de 1995, que en su artículo 25 ordena a las entidades públicas 
proporcionar la recepción y envío de solicitudes y documentos, así como sus 
respuestas por medio de correo certificado y, señaló categóricamente que no 
podrán inadmitirse las solicitudes o informes recibidos por este medio, salvo 
que los códigos exijan su presentación personal. A su turno, la citada norma 
 
55 FLÓREZ, Germán Darío. La validez jurídica de los documentos electrónicos en Colombia a 
partir de su evolución legislativa y jurisprudencial. En: Revista Verba Iuris, No. 31. 2014. pp. 
43-71. 
56 CRUZ TEJADA, Horacio. El Proceso Civil a Partir del Código General del Proceso. Bogotá, 
D.C; Universidad de los Andes. 2017, p. 198. 
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estableció la forma de contabilizar los términos y los requisitos para la validez 
del envío por este medio.  
 
Posteriormente, se modifica el artículo 25 del Decreto 2150 a través del artículo 
10 de la Ley 962 de 2005 por medio de la cual se dictaron disposiciones sobre 
racionalización de trámites y procedimientos administrativos de los organismos 
y entidades del Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o 
prestan servicios públicos; dicha norma, incorporó una disposición similar a las 
anteriores, pero ampliando la obligación a las entidades públicas de recibir 
información por medio del correo electrónico. 
 
Así, nace la obligación para las entidades de la administración pública de 
facilitar el envío y recepción de documentos, solicitudes o propuestas junto con 
sus respectivas respuestas por medio de correo electrónico, conservándose 
dicha obligación respecto de la información enviada por correo certificado, en 
los mismos términos de la disposición anterior. Igualmente señaló que no se 
podrían rechazar o inadmitir solicitudes remitidas por correo, entendiéndose 
tanto el certificado como el electrónico. 
 
Dentro del desarrollo normativo de la notificación, entra en vigor el Decreto 019 
de 2012, el Gobierno Nacional estableció con base al principio de buena fe, la 
reducción de trámites ante los organismos del Estado, así como la realización 
de cualquier trámite mediante el uso de medios electrónicos en aras de 
aprovechar los recursos informáticos existentes y reducir en tiempos el trámite 
de estos para dar mayor cumplimiento al principio de celeridad y transparencia. 
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3.2. LA NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA EN EL CPACA COMO ELEMENTO 
FUNDAMENTAL EN LA MODERNIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
 
De acuerdo con lo consagrado en la exposición de motivos, lo manifestado por 
quienes estuvieron a cargo de la redacción del código y lo consagrado en el 
ámbito de aplicación de la Ley 1437 de 2011, se concluye sin ninguna duda 
que la intención del CPACA fue precisamente regular en un texto único el 
procedimiento administrativo y, en consecuencia, derogar aquellas 
disposiciones que se habían expedido con anterioridad en distintos cuerpos 
normativos, dentro de ellas, las normas y estatutos antitrámites declaradas con 
el propósito de agilizar los procedimientos de la administración pública. 
 
Por su parte, el CPACA afianza el uso de las herramientas tecnológicas que 
ya se venía manejando por parte de algunas entidades públicas con base en 
las normas que lo autorizaban y el código lo que hizo fue admitir esta situación 
y reglamentarla de modo general de tal forma que se reconociera a nivel legal 
dicha posibilidad y se actualizara la normatividad en el procedimiento 
contencioso administrativo.  
 
Así, con el cambio que se dio en la forma de notificar, a través de la Ley 1437 
de 2011, en particular en lo concerniente a la implementación de la notificación 
personal, se encuentra estipulada en el artículo 67 que a la letra dice:  
 
“Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se 
notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a 
la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse. 
 
En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, 
auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, 
los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben 
interponerse y los plazos para hacerlo. 
 
El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación. 
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La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas 
en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las 
siguientes modalidades: 
 
1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser 
notificado de esta manera. La administración podrá establecer este tipo de 
notificación para determinados actos administrativos de carácter masivo que 
tengan origen en convocatorias públicas. En la reglamentación de la 
convocatoria impartirá a los interesados las instrucciones pertinentes, y 
establecerá modalidades alternativas de notificación personal para quienes no 
cuenten con acceso al medio electrónico. 
 
2. En estrados. Toda decisión que se adopte en audiencia pública será 
notificada verbalmente en estrados, debiéndose dejar precisa constancia de las 
decisiones adoptadas y de la circunstancia de que dichas decisiones quedaron 
notificadas. A partir del día siguiente a la notificación se contarán los términos 
para la interposición de recursos”57 
 
Del artículo citado, se establece que la notificación personal puede darse por 
diferentes medios como el electrónico y por estrados. El artículo 68 del 
CPACA, al regular las citaciones para llevar a cabo la notificación personal, 
dispone que: Si no hay otro medio más eficaz de comunicar al interesado, se 
le mandará una citación a la dirección, al correo electrónico o al número de fax 
que aparezca en el expediente o puedan conseguirse del registro mercantil, 
para que se presente a la diligencia de notificación personal.  
 
El envío de la citación se realizará dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
expedición del acto, y de dicha diligencia se dejará constancia en el 
expediente. Cuando se ignore la información sobre el destinatario señalada en 
el inciso anterior, la citación se publicará en la página electrónica o en un lugar 
de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días.  
 
 
57 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1437 (18, enero, 2011). Por la cual se 
expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Santa 
Fe de Bogotá, D.C.: Diario Oficial. 2011. nro. 47956. Disponible en: 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html 
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Como se observa la disposición actualmente vigente conserva la expresión 
““Si no hay otro medio más eficaz de informar al interesado, elimina el requisito 
del envío de la citación mediante correo certificado”58, pues solo impone el 
envío de la citación a la dirección sin formalidad alguna; y amplía las 
posibilidades de envío a los datos que se puedan obtener del registro 
mercantil, a un correo electrónico o a un número de fax. 
 
La ley concede un amplio margen a la administración a efectos de establecer 
el medio más eficaz para citar al interesado con el fin de llevar a cabo la 
notificación personal sin restringirlo a una formalidad, o medio específico; por 
lo cual, corresponde establecer y evaluar en cada caso particular y frente a 
cada actuación administrativa cuál es el mecanismo más eficaz para hacer la 
citación diferente a la remisión de la citación a alguno de los destinos 
señalados en la norma.  
 
Es así como la Ley 1437 de 2011 integra varias disposiciones que tienen que 
ver con el tema e incorpora un capítulo completo, el IV, denominado “utilización 
de medios electrónicos en el procedimiento administrativo”, dentro de cual, el 
artículo 56 establece como novedad la notificación electrónica. Esta norma 
autoriza a las autoridades para notificar sus actos empleando medios 
electrónicos, siempre y cuando el administrador acepte este medio de 
notificación. La ley permite que mientras se desarrolle la actuación en 
cualquier momento, el interesado renuncie a esta forma de notificación y 
solicite a la autoridad que en adelante no se realicen las notificaciones por 
medio electrónico sino por los demás medios previstos en el capítulo quinto 
del citado código.  
 
 
58 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL. (4, abril, 
2017). Santa Fe de Bogotá, D.C. Disponible en: 
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma_pdf.php?i=82338 
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Con relación a la fecha en que se considera surtida la notificación electrónica, 
la norma supedita este término a la fecha y hora en que el administrado acceda 
al acto administrativo y a su vez, exige para estos efectos la fecha y hora 
deberá certificarla la administración. De acuerdo con la posición planteada por 
el Consejo de Estado para que la notificación electrónica se considere 
válidamente realizada se deben cumplir los siguientes requisitos: 
 
• Que el administrado haya aceptado en forma expresa este medio de 
notificación, de forma tal que no exista duda de su aquiescencia, 
 
• Que durante el desarrollo de la actuación administrativa no haya solicitado 
otra forma de notificación, y  
 
• Que la administración certifique el acuse de recibo del mensaje electrónico, 
para efectos de establecer la fecha y hora en la cual el administrado tuvo 
acceso al acto administrativo.  
 
En razón a este último requisito, es evidente que corresponde a la 
administración ya sea por medio de una entidad certificadora o directamente, 
si goza de la capacidad técnica para hacerlo, certificar el acuse de recibo del 
mensaje electrónico con el cual se envía el acto administrativo que se pretende 
notificar, en el cual se indique la fecha y hora en la cual el administrado tuvo 
acceso al mensaje de datos y, por ende, al acto administrativo adjunto al 
mismo.  
 
Dicha certificación permite conocer la fecha y hora en la cual queda surtida la 
notificación conforme a lo dispuesto en la norma. Este requisito facilita verificar 
que haya cumplido con el propósito de la figura, esto es que el administrado 
tenga acceso al acto administrativo que se notifica y de esta forma pueda 
ejercer de manera pertinente sus derechos de contradicción y defensa, si así 
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lo considera, igualmente, la constancia de la hora y fecha en que el interesado 
tiene acceso al mensaje de datos que contiene el acto administrativo es la que 
permite tener seguridad sobre la oportunidad en el ejercicio de sus derechos, 
tales como: el agotamiento de control en sede administrativa y la interposición 
de recursos. 
 
En el caso del impedimento de notificar de manera electrónica un acto 
administrativo por falta de uno de los requisitos exigidos por la ley, esto es la 
hora y la certificación de la fecha en la que se tiene acceso al acto, debe 
adelantarse la notificación de conformidad con lo dispuesto en el Código.  
 
Así, debe aclararse que no existe una notificación supletoria de la notificación 
electrónica, pues lo que busca el legislador al incorporar esta figura es el uso 
de los medios electrónicos y que se implementen en el procedimiento 
administrativo conforme lo exige la ley. Por tanto, en el evento en que la 
notificación electrónica no cumpla uno de los requisitos exigidos en la ley, es 
claro que opera la consecuencia prevista en el artículo 72 de la Ley 1437 de 
2011, es decir que no se tiene por efectuada la notificación a menos que el 
interesado revele que conoce el acto, consiente la decisión o interponga los 
recursos de ley.  
 
Ahora, nada impide para que la administración consulte al interesado si desea 
que se le notifique por medio electrónico, para que una vez se logre una 
respuesta afirmativa y expresa por parte del interesado, así como el correo 
electrónico al cual quiere que se le notifique, pueda la entidad adelantar la 
notificación electrónica atendiendo los requisitos de ley. En caso de que se 
reciba una respuesta negativa o de no obtener respuesta, deberá notificarlo 
por el medio establecido en las disposiciones que regulan la materia, según el 
acto de que se trate. 
 
42 
Una vez el administrado apruebe en forma expresa este medio de notificación 
debe la administración realizar en el menor tiempo posible, pues dentro de los 
principios que rigen las actuaciones administrativas y a los cuales debe 
sujetarse la administración de acuerdo con el artículo 3º del Código están el 
de economía, celeridad. y eficacia. 
 
En el progreso de los anteriores principios debe la administración en todas sus 
actuaciones funcionar con la mayor diligencia para llevar a cabo sin retrasos 
injustificados el proceso de notificación, evitando retardos o dilaciones 
mejorando el uso del tiempo; por lo cual, la notificación electrónica debe 
adelantarse a la mayor brevedad a fin de hacer meritoria la función del Estado.  
 
Aun así, de acuerdo con el artículo 56 la notificación electrónica queda surtida 
a partir de la fecha y hora en la cual la administración afirma el acuse de recibo 
del mensaje electrónico y, de modo que, el interesado tuvo acceso al acto 
administrativo. Es esa fecha y hora en la cual se surte la notificación, por 
disposición de la ley, la que permite decretar el momento a partir del cual 
puede el interesado hacer uso del derecho de contradicción e interponer los 
recursos que surgen contra el acto administrativo, los cuales deben ser 
informados en el acto de notificación junto con los plazos para hacerlo. 
 
El marco normativo permite establecer que la notificación electrónica no nace 
a la vida jurídica sino se cumple con el requisito de notificación, que resulta 
ser, la principal herramienta de publicidad del acto. 
 
Como se puede observar la norma colombiana responde a las exigencias del 
siglo XXI ante el auge de las tecnologías de la información; es por ello, que ha 
ido implementando paulatinamente estrategias de gobierno que incluyan la 
“tecnología de la información como una herramienta al servicio del sector 
público, con el fin de avanzar en prácticas de buen Gobierno, transparencia y 
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simplificación de trámites”59, lo que le ha permitido que la notificación por el 
medio electrónico se convierta en una alternativa para el derecho 
administrativo, gracias a la agilidad que ofrece por medio de la cual evita 
dilaciones gracias a la transformación espacio – temporal.  
 
Sin embargo, para que tal ejercicio se de en la forma deseada, se debe contar 
con los medios técnicos idóneos; pues como es de comprenderse, la magnitud 
de notificaciones electrónicas que realizan las diferentes entidades del Estado, 
sino están bien estructuradas, pueden causar un colapso en las redes y 
entorpecer dicho proceso administrativo. En este orden de ideas, se debe 
contar con “servidores de base de datos, servidores de correo electrónico, 
redes cerradas, como una intranet o extranet; y redes abiertas como la 
Internet”60; de esta forma, se logra dar valor probatorio y eficacia legal y, por 
otro lado, regular los mecanismos de funcionamiento de estas. 
 
A manera de conclusión se puede establecer que la notificación electrónica 
para la administración ayuda a consolidar su modernización y su injerencia en 
los procesos sociales y económicos del país y por ende de la administración 
de justicia aunado a la descongestión judicial, economía procesal y mayor 
celeridad.  
 
La notificación electrónica se articula al plan de transformación digital que en 
este momento está liderando el país. Se ha denominado Justicia Digital a la 
integración de las Tecnologías de la Información y la Comunicación, de 
manera compleja en la función pública de administrar justicia. Es la “gestión 
electrónica de la justicia y los actos que se deben ejecutar, como diligencias 
 
59 RAMIREZ MELO, Diana Marcela y URUEÑA NÚÑEZ, Valentina. Los medios electrónicos a 
la luz de la Ley 1437 de 2011: notificación por vía electrónica. Bogotá, D.C; Universidad Santo 
Tomás. 2015, p. 5. 
60 BELTRAN BUITRAGO, Hernando y HERNÁNDEZ SILVA, Karen Yineth. Riesgos en la 
notificación electrónica. Bogotá, D.C; Universidad Militar Nueva Granada. 2012, p. 9. 
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judiciales, inspecciones, audiencias, notificaciones y custodia de los 
documentos procesales. Se pueden dividir en expediente digital, audiencias 
mediante TIC, notificación electrónica y litigación en línea”61. 
 
Dentro del ámbito del gobierno digital las notificaciones electrónicas están 
reguladas por dos estatutos procesales el CPACA y el CGP como ya se ha 
establecido. Esto significativamente ha permitido evidenciar como una 
realidad práctica, la actuación de los juzgados de lo Contencioso 
Administrativo, los Tribunales Administrativos y el propio Consejo de Estado, 
lo cual ha permitido agilizar, junto con la oralidad, los tiempos de gestión 
procesal.  
 
Por su parte, el CGP trae un sistema mixto, la notificación personal que se 
puede hacer de forma física, permitiendo la notificación electrónica siempre y 
cuando el destinatario envíe un acuse recibo o se contrate una empresa 
especializada que emita certificados de recepción. Por otra parte, los Estados 
y las sentencias no se notifican por correo electrónico. Debido, a esta 
regulación laxa del CGP, se puede indicar que “la notificación no es un punto 
fuerte de la justicia digital actualmente, pese a que sí se lleva a cabo en donde 
está plenamente regulada, que es la jurisdicción contencioso administrativo”62 
 
Es pertinente continuar promoviendo y generando confianza en el uso masivo 
de las TIC para contribuir con las políticas implementadas por el Ministerio de 
la Información y las Comunicaciones – MINTIC –, teniendo en cuenta que este 
ministerio es la “entidad que define los lineamientos y normas técnicas para la 
incorporación de las tecnologías de información y comunicación, por ello es 
importante conocer como concibe y estructura la estrategia de automatización 
 
61 ESLAVA FERNANDO. La justicia digital en Colombia: La historia de una promesa a medias 
(aún). 1 de abril de 2018. Disponible en: https://siliciumlaw.wordpress.com/2018/04/01/la-
justicia-digital-en-colombia-la-historia-de-una-promesa-a-medias-aun/ 
62 Ibid. 
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de servicios en todo el sector público”63, aspecto fundamental para fomentar 
el objetivo propuesto por dicho ministerio en el tema de gobierno en línea que 
busca afianzar los instrumentos técnicos, normativos y de política pública que 
promueven la construcción de un Estado más eficiente, transparente y 
participativo, por medios electrónicos y conectividad.  
  
 
63 GUTIERREZ MONTES, Andrés y RODRÍGUEZ QUIROGA, Jehimi. Transformación digital 
a través de la notificación electrónica en la dirección de impuestos de Bogotá. Bogotá, D.C; 
Universidad Externado de Colombia. 2018, p. 21. 
46 
4. CUARTO CAPÍTULO: REQUISITOS DE VALIDEZ PARA LA 
NOTIFICACIÓN Y REQUISITOS PARA ALEGAR LA NULIDAD, EFECTOS 
Y FORMAS DE SUBSANACIÓN EN LA 1564 DE 2012 Y LEY 1437 DE 2011 
 
El acto procesal existente por sí solo no surte efecto ni tampoco logra 
evidenciar de forma automática los efectos contemplados en la ley, para ello 
es necesario que se configuren las formalidades que se han establecido para 
tal fin y así lograr el pleno ejercicio del derecho de defensa, pilar del debido 
proceso. Razón por la cual un acto procesal se considera válido cuando no va 
en detrimento del derecho al debido proceso, aspecto que se logra con el 
respeto de las formas procesales que tienen como fin el cumplimiento de tal 
objetivo. Así, al reunir los requisitos esenciales – sujeto legitimado y contenido 
– el acto es existente, “pero será válido y surtirá efectos llamados a 
perpetuarse cuando garantice y haga efectivo el ejercicio del derecho de 
defensa y de las partes”64 
 
En cuanto a la nulidad del acto procesal, se tiene que esta obedece a la 
sanción que el ordenamiento jurídico les impone a aquellos actos que han sido 
proferidos con inobservancia de las formas establecidas con el objeto de 
asegurar a los sujetos de derecho la adecuada defensa de sus derechos e 
intereses. La nulidad de los actos procesales es uno de los mecanismos a 
partir de los cuales el derecho fundamental al debido proceso encuentra 
desarrollo legal. A través de las nulidades procesales, el ordenamiento 
asegura a los “sujetos involucrados en una actuación judicial, que van a contar 
con oportunidades y mecanismos para propender por sus derechos y en 
particular que cualquier violación a tales garantías será sancionada con la 
ineficacia de los actos que así se produzcan”65 
 
64 SANABRIA SANTOS, Henry. Nulidades en el Proceso Civil. Bogotá, D.C; Universidad 
Externado de Colombia. 2011, p. 99. 
65 Ibid., p. 102. 
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En suma, la nulidad es una sanción y opera cuando el acto procesal carece de 
validez lo que lleva a que se dicte la declaratoria de nulidad.  
 
4.1. VALIDEZ Y NULIDAD DE LA NOTIFICACIÓN PERSONAL CONFORME 
A LA LEY 1564 DE 2012   
 
Los criterios de validez para la notificación personal están plenamente 
establecidos en la Ley 1564 de 2012, sin embargo, se dan algunas 
circunstancias que no permiten su ejercicio, tal como lo plantea la norma; toda 
vez, que existen zonas del territorio rural colombiano que adolecen de una 
nomenclatura, ruta, guía o nombre que sirva para realizar un ejercicio efectivo 
de la notificación, a lo que se suma la poca presencia de los servicios postales 
en estas zonas. 
 
Al respecto existen variados requerimientos emitidos por las diferentes 
entidades, como el promovido por el Consejo Superior de la Judicatura a 
MinTic (2018) que buscan, encontrar una respuesta solida frente a esta 
realidad, en cuanto a: 
 
“… lograr la intervención y apoyo para estudiar alternativas de servicio de 
correo a las zonas rurales a nivel nacional, que brinden solución al ciudadano 
colombiano y que contribuyan con una administración de Justicia eficaz y 
oportuna, por la debida notificación que se alcance, en los procesos 
judiciales…Me permito solicitar se nos informe el trámite dado a la solicitud 
relacionada con otras alternativas para la notificación de las 
comunicaciones…”66 
 
Frente a la solicitud del Consejo Superior de la Judicatura, el Ministerio 
de las TIC respondió que, teniendo, en cuenta las competencias conferidas 
por la Ley 1369 de 2009 para otorgar las habilitaciones para la prestación de 
los servicios postales, dentro de los cuales están los servicios de correo, 
 
66 MINISTERIO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES. 
Registro número 1252640. Bogotá, D.C, 2018. 
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postales de pago y los de mensajería expresa, entre otros, servicio de correo 
cuya prestación es exclusiva del Operador Postal Oficial, concesión que en la 
actualidad la tiene Servicios Postales Nacionales S.A.  
 
En lo concerniente a los procedimientos de notificación, es pertinente aclarar 
que la Ley 1369 de 2009, trata el régimen de prestación de servicios postales 
y no establece disposiciones en materia de notificación, pues este es un acto 
procesal regulado por normas de orden público, que obedece al artículo 291 
de la Ley 1564 de 2012, por medio del cual se facultó al Operador Postal Oficial 
de correo y a las empresas de mensajería expresa habilitadas por el Ministerio 
de las TIC para realizar las entregas de las comunicaciones con fines “de 
notificación judicial, es decir que, el legislador prevé la posibilidad de que esta 
actividad pueda ser desarrollada por cualquier operador postal autorizado para 
la prestación del servicio de mensajería expresa así como por el mismo 
Operador Postal Oficial, 4-72”67 
 
De esta forma, frente al requerimiento en particular, de definir nuevas 
alternativas de correo en las zonas rurales a nivel nacional… es necesario 
indicar que Servicios Postales 4-72, es el operador postal “con mayor 
cobertura nacional, en atención a que debe garantizar en todo el territorio 
nacional, los servicios pertenecientes al Servicio Postal Universal – SPU, aun 
cuando la actividad no resulte rentable, correspondiéndole al Estado ofrecer el 
subsidio requerido para su prestación”68 
 
Aunado a lo anterior, se debe tener en cuenta que, para que se puedan hacer 
envíos de correo certificado en zonas rurales, es necesario que los mismos 
sean remitidos a una dirección identificable e individualizada, situación que en 
su mayoría no se da, ya que los predios rurales no se encuentran identificados 
 
67 Ibid. 
68 Ibid. 
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con una nomenclatura específica. En este orden de ideas, y de acuerdo con 
los dispuesto en el artículo 13 de la Ley 1369 de 2009, la competencia de este 
Ministerio se ciñe a fijar los indicadores de calidad de los servicios de correos 
pertenecientes al SPU en cuanto a “frecuencia, tiempo de entrega y sistemas 
de reclamación, en donde operativamente es viable, en las zonas donde el 
Operador Postal Oficial tiene cobertura a través de sus puntos de atención”69 
 
El Ministerio de las TIC no observa que en la normatividad vigente se le hayan 
atribuido facultades relacionadas con los procedimientos de notificación, 
debido a que, éstos se encuentran definidos en normas de orden público. 
Al respecto la Corte Constitucional ha establecido que:  
 
“… la notificación personal, es el medio más eficaz para hacer públicas las 
providencias judiciales. En este contexto, el Código General del Proceso prevé 
que, para practicar la notificación personal, se debe remitir una comunicación 
a la persona que deba ser notificada, por medio del servicio postal autorizado. 
Si esta comunicación se devuelve con la anotación de que la dirección no 
existe, o su destinatario no reside o trabaja en ese lugar, se debe emplazar a 
la persona a notificar. Si, por el contrario, en dicho lugar las personas se 
rehúsan a recibir la comunicación, el servicio postal la dejará allí y hará constar 
tal situación, lo que implica que para todos los efectos legales la comunicación 
se entenderá entregada”70.  
 
Lo dispuesto por la Corte Constitucional deja en claro que el fin último del 
artículo 291 del CGP, es ofrecer todas las alternativas para que la notificación 
se surta, evitando al máximo las dilaciones, acercándose al objetivo de la 
Administración de Justicia, en cuanto a asegurar la justicia y lograr el efectivo 
cumplimiento de los deberes ciudadanos.  
 
Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil ordena al 
Juzgado 16 Civil del Circuito de Medellín, fijar nueva fecha para llevar a cabo 
el interrogatorio de parte respecto de Ingelel S.A.S observando que el 
 
69 Ibid., 
70 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-533. 2015. M.P. Mauricio González Cuervo. 
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convocante realiza la notificación de conformidad con lo establecido por el 
artículo 291 del CGP afianzando la validez de dicho artículo.  
 
El debate del proceso en comentó se centra en la acción de tutela ejercida por 
Wilmer Fernando Piedrahita Carvajal contra la providencia de la Sala Civil del 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, quien reclama el debido 
proceso, la dignidad e igualdad que estimo conculcados por la autoridad 
judicial. La reclamación se fundamenta en el hecho que el interesado informó 
en sede judicial que se le notificara al correo electrónico de la empresa Ingelel 
S.A.S registrada en la Cámara de Comercio, por intermedio del correo 
electrónico del despacho, al no surtirse dicha notificación el convocante remitió 
la citación debidamente cotejada y sellada conforme lo prevé el artículo 291 
del CGP a la dirección de la compañía calle 32 f No. 78 – 70 en Medellín la 
cual aparece registrada en la Cámara de Comercio.  
 
La notificación fue ratificada el 6 de octubre de 2016 como la ratificó la empresa 
postal. En el desarrollo del proceso se dio por sentado que la empresa no fue 
debidamente notificada. El error consistió en que el juzgador dio por sentado 
que no existió la notificación – electrónica –, sin percatar que el actor había 
realizado el procedimiento realizado por el artículo 291 del CGP. 
 
De lo anunciado, se desprende la necesidad de la intervención del juez 
constitucional para salvaguardar el debido proceso. Sin embargo, la Corte 
estima que dicha notificación no se llevó el día requerido, puesto que para el 
6 de diciembre aún se encontraba en discusión el acto de notificación – 
significa que el juzgado nunca se enteró que la empresa había sido 
debidamente notificada –, “se solicita nueva fecha para proceder a la 
notificación. Frente a lo ocurrido la Sala estima que es procedente la acción 
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de tutela para amparar al actor en el ejercicio del cumplimiento de la 
notificación”71.  
 
En este orden de ideas, el operador jurídico respecto a su percepción sobre la 
validez jurídica en el uso eficiente de la tecnología como cumplimiento de las 
disposiciones legales del CGP, permite establecer que la actuación de los 
jueces con la figura de desmaterialización del documento, han generado toda 
serie de controversias sobre la inequívoca eficacia y validez frente a las 
variadas formas de notificación, llevando en ocasiones al rechazo de estás 
modalidades de notificaciones, por no estar, familiarizados con la tecnología e 
información y comunicación, en particular en las zonas rurales donde la 
tecnología escasea.  
 
Con referencia a las notificaciones no existe un registro jurisprudencial que 
permita analizar la notificación personal con la rigurosidad que el tema merece.  
 
En el caso que se referencia a continuación se toma como ejemplo para 
evidenciar el problema de aplicabilidad del Convenio de la Haya de 1965, 
resultando interesante la postura del Consejo de Estado y aporta en la solución 
de la antinomia entre el régimen del CGP y la aplicabilidad del Convenio de la 
Haya de 1965.  
 
Al respecto una breve aproximación al tema, la hace el Consejo de Estado 
Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Primera (2016) en el que se 
decide la impugnación presentada por el OLEODUCTO CENTRAL S.A – 
OCENSA S.A. –, contra el fallo de tutela proferido el 4 de mayo de 2016 por el 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda Subsección “F” 
que negó el amparo solicitado contra el Ministerio de Relaciones Exteriores.  
 
71 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Radicación No. 05001-22-03-000-2017-00204-01. (18, 
mayo, 2017). M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo 
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Los hechos se circunscriben al oficio enviado por la Coordinadora del Grupo 
Interno de Trabajo de Asuntos Consulares del Ministerio de Relaciones 
Exteriores el 24 de junio de 2015 a la Oficina Judicial de Reparto de Bogotá 
un exhorto proveniente de la Corte Suprema de Inglaterra y Gales, en el que 
se requería notificar a OCENSA S.A. del proceso en su contra.  
 
El 13 de julio de 2015 el Juzgado 32 Civil de Circuito de Oralidad de Bogotá, 
ordenó realizar la notificación correspondiente. El 3 de septiembre de 2015 la 
Procuradora 31 Judicial II para asuntos civiles rindió concepto favorable del 
exhorto, previo el traslado de tres días que le fue hecho en atención a lo 
dispuesto en el artículo 69772 del Código de Procedimiento Civil – derogado 
por la Ley 1564 de 2012 –. 
 
Cumplida la notificación del exhorto, el 14 de octubre de 2015, OCENSA S.A 
interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación contra el 
promovido el 13 de julio de 2015, debido a que consideró que la Corte 
Suprema de Inglaterra y Gales no era competente para conocer de la demanda 
que se tramitaba en su contra. Lo anterior debido a que:  
 
Por auto de 13 de noviembre de 2015 el Juzgado 32 Civil del Circuito de 
Oralidad de Bogotá negó los recursos referidos señalando que: “…la 
 
72 Al respecto se pueden revisar los artículos 608 y 609 del CGP. Artículo 608. Procedencia. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados y convenios internacionales sobre cooperación 
judicial, los jueces colombianos deberán diligenciar los exhortos sobre pruebas decretadas 
por funcionarios extranjeros del orden jurisdiccional o de tribunales de arbitramento, y las 
notificaciones, requerimientos y actos similares ordenados por aquellos, siempre que no se 
opongan a las leyes u otras disposiciones nacionales de orden público. Artículo 609. 
Competencia y trámite. De las comisiones a que se refiere el artículo precedente conocerán 
los jueces civiles del circuito del lugar en que deban cumplirse, a menos que conforme a los 
tratados internacionales correspondan a otro juez. Las comisiones se ordenarán cumplir 
siempre que el exhorto se halle debidamente autenticado. Si este no estuviere en castellano, 
el juez dispondrá su previa traducción a costa del interesado. Si el exhorto reúne los requisitos 
indicados, se dará traslado al Ministerio Público por tres (3) días para que emita concepto, 
vencidos los cuales se resolverá lo pertinente. Surtida la diligencia, se devolverá el exhorto a 
la autoridad extranjera comitente, por conducto del Ministerio de Relaciones Exteriores. De la 
misma manera se procederá cuando la comisión no haya podido cumplirse. 
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inconformidad radica en que la Corte Suprema de Inglaterra y Gales no tiene 
jurisdicción para conocer el proceso allí adelantado, aspecto que escapa de la 
competencia de este Despacho, comoquiera que su facultad se limita a la 
notificación solicitada por el referido ente judicial”. El 1° de diciembre de 2015 
OCENSA S.A. interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación 
contra el auto de 24 de noviembre de 2015, insistiendo en que la Corte 
Suprema de Inglaterra y Gales no era competente para conocer de los hechos 
expuestos en el proceso. 
 
Mediante auto de 14 de marzo de 2016 el Juzgado 32 Civil del Circuito de 
Oralidad de Bogotá negó el recurso de reposición propuesto por la actora y se 
opuso a tramitar por improcedente el recurso de apelación, alegando que la 
actora debía plantear dicha cuestión en el proceso que se surtía ante la Corte 
Suprema de Inglaterra y Gales. Se lee en dicho proveído: 
 
“…el exhorto proveniente de la Corte Suprema de Inglaterra y Gales cumple 
las exigencias legales, al haber sido remitido en debida forma a través de la 
Cancillería y al encontrarse el documento traducido al idioma español… 
Adicionalmente, la competencia para tramitar el exhorto recae en este 
despacho judicial, por expresa remisión del artículo 697 del C.P.C., por 
consiguiente la actuación de ésta sede judicial se limita únicamente en practicar 
la notificación solicitada por la autoridad extranjera y no en verificar a qué 
autoridad le corresponde conocer la demanda allí instaurada, como lo pretende 
el recurrente…Si el censor considera que la Corte Suprema de Inglaterra y 
Gales carece de jurisdicción y competencia para adelantar el proceso iniciado 
en su contra…deberá plantear las defensas correspondientes ante la 
mencionada Corte…”73” 
 
Bajo el anterior contexto, OCENSA S.A., considera que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores viola su derecho al debido proceso, pues, a su juicio, 
debió: “i) objetar el exhorto de la Corte Suprema de Inglaterra y Gales, por la 
 
73 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA. (30, junio, 2016). Bogotá, D.C. [Consultado: octubre 6 de 2019]. 
Disponible en: https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/pdf/25000-
23-42-000-2016-01958-01(ac).pdf 
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falta de competencia territorial y ii) no enviar el Oficio de junio 24 de 2015 a la 
Oficina Judicial de Reparto de Bogotá para tramitar la solicitud”74 
 
Entre las pretensiones de OCENSA S.A., cabe destacar la siguiente:  
 
“… Cuarto. Que, en subsidio de las pretensiones anteriores, se ordene dejar 
sin efecto todo el trámite del exhorto proveniente de la Corte Suprema de 
Inglaterra y Gales… y se proceda a repetir… un nuevo análisis realizado por la 
Dirección de Asuntos Consulares del Ministerio de Relaciones Exteriores, que 
incluya las cuestiones de fondo y de forma consagradas en la Convención de 
la Haya de 1965 y en la Ley Colombiana. 
 
Quinto. Que, en subsidio de las anteriores pretensiones, se ordene a la 
Dirección de Asuntos Consulares del Ministerio de Relaciones Exteriores que 
devuelva sin diligenciar el exhorto a la Corte Suprema de Inglaterra y Gales, 
indicando que el mismo deberá volver a realizarse previo análisis de fondo 
sobre las cuestiones de fondo y de forma derivadas de la Convención de la 
Haya de 1965 y de la Ley Colombiana…”75 
 
Frente a lo solicitado por OCENSA S.A., el Consejo Estado en las 
consideraciones expuestas sobre los exhortos expresó lo siguiente:  
 
“… La Convención de la Haya del 15 de noviembre de 1965 señala que cada 
Estado contratante designará una Autoridad Central que asuma la función de 
recibir las peticiones de notificación o traslado procedentes de otro Estado 
contratante y darles curso ulterior (artículo 2°). La Convención establece en su 
artículo 3º que la autoridad o el funcionario ministerial o judicial competente, 
según las leyes del Estado de origen, dirigirá a la Autoridad Central del Estado 
requerido una petición conforme al formulario modelo anexo al Convenio, sin 
que sea necesaria la legalización de los documentos ni otra formalidad 
análoga… El artículo 4º de la Convención señala que “si la Autoridad Central 
estima que las disposiciones del Convenio no han sido respetadas, informará 
 
74 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA. (30, junio, 2016). Bogotá, D.C. [Consultado: octubre 6 de 2019]. 
Disponible en: https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/pdf/25000-
23-42-000-2016-01958-01(ac).pdf 
75 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA. (30, junio, 2016). Bogotá, D.C. [Consultado: octubre 6 de 2019]. 
Disponible en: https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/pdf/25000-
23-42-000-2016-01958-01(ac).pdf 
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inmediatamente al requirente precisando sus objeciones contra la petición” 
…”76 
 
En nuestro ordenamiento jurídico el artículo 69677 del Código de 
Procedimiento Civil señala que los jueces colombianos deben diligenciar los 
“exhortos sobre pruebas decretadas por funcionarios extranjeros del orden 
jurisdiccional o de tribunales de arbitramento, y las notificaciones, 
requerimientos y actos similares ordenados por aquellos, siempre que no se 
opongan a las leyes u otras disposiciones nacionales de orden público”78 
 
“Por su parte, el artículo 697 de la misma normativa dispone que de los exhortos 
conocerán los jueces del circuito del lugar en que deban cumplirse, a menos 
que conforme a los tratados internacionales correspondan a otro juez. Las 
comisiones se ordenarán cumplir siempre que el exhorto se halle debidamente 
autenticado. Si éste no estuviere en castellano, el juez dispondrá su previa 
traducción a costa del interesado. Si el exhorto reúne los requisitos indicados, 
se dará traslado al Ministerio Público por tres días para que emita concepto, 
vencidos los cuales se resolverá lo pertinente. Surtida la diligencia, se 
devolverá el exhorto a la autoridad extranjera comitente, por conducto del 
Ministerio de Relaciones Exteriores. De la misma manera se procederá cuando 
la comisión no haya recibido cumplimiento”79 
 
Frente a lo señalado, la Sala estima que el problema jurídico a resolver 
concretamente se orienta a determinar si el Ministerio de Relaciones 
 
76 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA. (30, junio, 2016). Bogotá, D.C. [Consultado: octubre 6 de 2019]. 
Disponible en: https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/pdf/25000-
23-42-000-2016-01958-01(ac).pdf 
77 Con relación al caso en estudio, resulta cuestionable que la demanda se haya fundamentado 
sobre el Código de Procedimiento Civil, cuando éste fue derogado en el 2012. En este orden 
de ideas, el pronunciamiento del Consejo de Estado sería nulo por fundamentarse en una 
norma derogada; claro está que, si el proceso en primera instancia comenzó desde antes de 
la vigencia del CGP, se entendería la referencia al Código de Procedimiento Civil.  
78 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA. (30, junio, 2016). Bogotá, D.C. [Consultado: octubre 6 de 2019]. 
Disponible en: https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/pdf/25000-
23-42-000-2016-01958-01(ac).pdf 
79 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA. (30, junio, 2016). Bogotá, D.C. [Consultado: octubre 6 de 2019]. 
Disponible en: https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/pdf/25000-
23-42-000-2016-01958-01(ac).pdf 
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Exteriores violó o no el debido proceso de OCENSA S.A., al tramitar el exhorto 
proveniente de la Corte Suprema de Inglaterra y Gales.  
 
“Bajo el anterior contexto la Sala advierte que el Ministerio de Relaciones 
Exteriores no violó el derecho al debido proceso de la actora, pues se limitó a 
remitir el exhorto proveniente de la Corte Suprema de Inglaterra y Gales a la 
Oficina Judicial de Reparto de Bogotá, en cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 696 del Código de Procedimiento Civil, que señala: “los jueces 
colombianos deben diligenciar los exhortos sobre pruebas decretadas por 
funcionarios extranjeros del orden jurisdiccional… y las notificaciones, 
requerimientos y actos similares ordenados por aquellos, siempre que no se 
opongan a las leyes u otras disposiciones nacionales de orden público”80 
 
Frente a las pretensiones de OCENSA S.A., la Sala expone que de acuerdo 
con el Convenio de la Haya de 1965 la objeción que puede realizar al exhorto 
la Autoridad Central del Estado sólo es viable si se… se estima que las 
disposiciones del Convenio no han sido respetadas … - art. 4° – y no por 
asuntos de fondo o forma del litigio que pretende notificarse. Razón por la cual 
la Sala confirma la sentencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
Sección Segunda, Subsección “F”, pues demostró que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores no violó el derecho al debido proceso de la actora al 
tramitar el exhorto proveniente de la Corte Suprema de Inglaterra y Gales.  
 
El Código General del Proceso marcó la pauta “para que absolutamente todos 
los actos de notificación y comunicación del proceso se puedan llevar a través 
de mensajes de datos, sin importar la tecnología en boga en cada momento, 
ni las plataformas que decida implementar quien administra la jurisdicción”81. 
En este sentido, el CGP no se centró solamente a explorar las variadas formas 
de la notificación por medios tecnológicos o en bases de datos de libre uso; “el 
 
80 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA. (30, junio, 2016). Bogotá. D.C. [Consultado: octubre 6 de 2019]. 
Disponible en: https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/pdf/25000-
23-42-000-2016-01958-01(ac).pdf 
81 PÁJARO MORENO, Nicolás. Las TIC al servicio del proceso. Bogotá, Universidad Libre, 
2014, p. 363. 
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artículo 103 del CGP previó que, a pesar de la mención específica de dichos 
medios, puede hacerse uso de cualquier otro mecanismo equivalente, como 
aplicaciones diseñadas para dispositivos móviles, sistemas de mensajería 
instantánea o redes sociales”82 
 
“El modelo propuesto por el CGP es muy similar a la forma en que actualmente 
funcionan las redes sociales, en las que en un único portal de Internet coexisten 
en perfecta integración mecanismos de muy diversa índole. Una red social, en 
efecto, cuenta con una gran cantidad de funcionalidades que se requieren para 
el correcto funcionamiento del proceso. Ellas cuentan con mecanismos de 
publicación de información, que pueden ser utilizados para los memoriales y 
providencias. Los sistemas de carga de fotografías u otros archivos pueden ser 
replicados como sistemas de aporte de material probatorio; los espacios para 
comentar las publicaciones hechas por otros usuarios son, por su parte, 
auténticos mecanismos de contradicción, que pueden ser empleados en los 
términos de traslado.  
 
Las redes sociales cuentan también con mecanismos automatizados de 
notificación y traslado de actuaciones, que incluso pueden ser configurados 
para mandar alertas al correo electrónico del usuario, y es posible vincular a 
quien aún no es parte del proceso a través de mecanismos como las 
“solicitudes de amistad” o la “vinculación a grupos”. Pero el paralelismo va 
mucho más allá, pues las redes sociales han empezado a integrar en su interfaz 
mecanismos de teleconferencia y videoconferencia, que permitirán la 
posibilidad de llevar a cabo audiencias o diligencias sin necesidad de que los 
intervinientes se desplacen a la sede del despacho judicial”83 
 
Además de lo señalado el CGP integra las debidas nulidades que aplican 
cuanto la notificación no se da en el tiempo estipulado, o asiste otra causal que 
lleve a anular el acto procesal; así lo contempla el artículo 137 del CGP. 
Adicionalmente, el artículo 133 del CGP establece de forma expresa los vicios 
que afectan la validez del proceso sobre la base de admitir que la notificación 
por correo o servicio postal autorizado es constitucionalmente admisible, 
también ha hecho algunas precisiones en torno a su alcance y efectividad, 
destacando que esta se entiende surtida solo cuando el acto objeto de 
comunicación “ha sido efectivamente recibido por el destinatario. En ese 
 
82 Ibid., p. 363. 
83 Ibid., p. 367. 
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sentido, la eficacia y validez de esta forma de notificación depende de que se 
haya conocido materialmente el acto que se le pretende comunicar, teniendo 
oportunidad cierta para controvertirlo e impugnarlo”84” 
 
“La causal de nulidad originada en la falta de notificación o emplazamiento solo 
puede ser alegada por la persona afectada, es decir, que solo quien figure 
como demandado en un proceso puede alegar la falta de notificación, ya que 
por ser el interesado en conocer del proceso y es a quien se le violenta el 
derecho de defensa”85 
 
Frente al caso presentado la antinomia se presenta con relación al criterio 
jerárquico de las normas, que continua siendo un problema debido a que no 
existe un criterio doctrinal ni jurisprudencial sobre la jerarquía de los tratados 
internacionales, pese a que la Constitución Política de Colombia ha 
establecido la supremacía de éstos al nivel de la norma constitucional, pero en 
la práctica los jueces, magistrados y doctrinantes tienen diversas posturas que 
no permiten una visión clara del asunto. Como se dijo en el primer capítulo en 
el punto 1.1.1. la antinomia es parcial, que resulta más compleja, porque en 
apariencia, permite conjugar dos normas sin problema, pero la realidad es otra. 
En suma, es potestativa del juzgador.  
 
 
 
 
84 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN TERCERA. (16, mayo, 2019). Bogotá, D.C. [Consultado: octubre 6 de 2019]. 
Disponible en: https://d1tribunaladministrativodelmagdalena.com/index.php/30-
secretaria/difusionwhatsapp/494-showhistwhats2019s1 
85 GERENCIE.COM. La indebida notificación del auto admisorio de la demanda causa nulidad 
del proceso. Bogotá, D.C. (26 de octubre de 2017). [ consultado: 10 de octubre de 2019]. 
Disponible en: https://www.gerencie.com/la-indebida-notificacion-del-auto-admisorio-de-la-
demanda-causa-nulidad-del-proceso.html 
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4.2. VALIDEZ Y NULIDAD EN LA NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA 
CONFORME LA LEY 1437 DE 2011  
 
El uso de las herramientas tecnológicas no se dio con la Ley 1437 de 2011, 
pues estas ya se utilizaban con las normas precedentes. Lo que hizo el CPACA 
fue reconocer dicha situación y reglamentarla de manera general, buscando 
que se utilizará la normatividad y reconociera a nivel legal dicha posibilidad en 
el procedimiento contencioso administrativo. Es así como la Ley 1437 de 2011 
introduce varias disposiciones que se refieren al tema e incorpora un capítulo 
completo, el IV denominado “utilización de los medios electrónicos en el 
procedimiento administrativo” – art. 56 – el cual opera siempre y cuando el 
administrado haya aceptado este medio de notificación. 
 
“La notificación de los actos administrativos por medios electrónicos se realiza 
desde que el ciudadano tiene acceso al contenido del documento digital. El 
Estado debe tomar las medidas de configuración y arquitectura de seguridad 
de la información para tener a su disposición las pruebas sobre el momento 
específico en el que ocurre el acceso al acto administrativo electrónico. El 
acceso debe ser efectivo y completo en relación con el contenido del acto 
administrativo”86 
 
Esto significa que la vigencia de la notificación electrónica no quedó sujeta al 
ejercicio de la facultad reglamentaria por parte del gobierno nacional – art- 64 
CPACA –, debido a que la norma señala que la expedición del reglamento para 
configurar dichos protocolos y estándares “que se deben cumplir para 
incorporar de manera gradual la aplicación de medios electrónicos en los 
procedimientos administrativos, se debía hacer sin perjuicio de la vigencia 
dispuesta en el código para el artículo 56, entre otros”87 
 
86 BENAVIDES, José Luis. Código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 
administrativo ley 1437 de 2011. Bogotá, D.C, Universidad Externado de Colombia, 2016, p. 
201. 
87 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL. (4, abril, 
2017). Bogotá, D.C. [Consultado: octubre 6 de 2019]. Disponible en: 
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma_pdf.php?i=82338 
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Por consiguiente, el legislador no sujetó la vigencia de la figura de la 
notificación electrónica en el procedimiento administrativo a la expedición del 
reglamento, dicha figura se encuentra vigente y para que sea válida basta que 
cumpla los requisitos previstos en el Código. En este sentido, tanto el acceso 
al acto administrativo como la certificación son aspectos tecnológicos, “ya que 
suponen la utilización de una plataforma o servidores de correo electrónico 
que permiten confirmar o registrar la recepción del acto administrativo o del 
mensaje de datos, con la misma validez de un envío a través del servicio 
postal”88 
 
Aspecto que fue previamente abordado por la Corte Constitucional (2013), al 
establecer la exequibilidad de las normas que regulan la notificación 
electrónica, fortaleciendo así normativamente su validez que convalida el 
debido proceso garante de las actuaciones administrativas, el cual ha sido 
definido como:  
 
“… Un conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la 
administración y que se materializa en el cumplimiento de una secuencia de 
actos por parte de la autoridad administrativa, a través de los cuales se 
pretende asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, la validez 
de sus propias actuaciones y la garantía del derecho a la seguridad jurídica y a 
la defensa de los administrados…”89 
 
De esta forma, el debido proceso administrativo se materializa siguiendo otros 
lineamientos constitucionales, como:  
 
“… el principio de legalidad, acceso a la jurisdicción y a la tutela judicial efectiva 
de los derechos humanos; a que se adelante por la autoridad competente y con 
pleno respecto de las formas propias de cada juicio definidas por el legislador; 
a que no se presenten dilaciones injustificadas; derecho de defensa y 
 
88 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL. (4, abril, 
2017). Bogotá, D.C. [Consultado: octubre 6 de 2019]. Disponible en: 
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma_pdf.php?i=82338 
89 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-404. 2014. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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contradicción, derecho de impugnación y la publicidad de las actuaciones y 
decisiones adoptadas en los procedimientos...”90  
 
El debido proceso administrativo constituye la garantía constitucional que 
tiene todo sujeto de derecho a un proceso justo que se desarrolle con 
cumplimiento de los requisitos impuestos por el legislador, de tal modo, que 
se asegure la validez de las actuaciones de la administración, la seguridad 
jurídica y el derecho de defensa de los administrados.  
 
Muestra clara de lo antes señalado, son las notificaciones de los actos 
administrativos. En este orden de ideas, es importante señalar que la Ley 1437 
de 2011 sobre comunicación y notificación de actos administrativos, integra 
además algunos preceptos, tales como el deber de comunicar – art. 37 –, el 
acto administrativo electrónico – art- 57 – que puede ser emitido por las 
autoridades en el ejercicio de sus funciones, los cuales son válidos siempre y 
cuando asegure la autenticidad, integridad y disponibilidad conforme lo 
establece la ley; la prueba de recepción y envío de mensajes de datos por la 
autoridad competente – art. 62 – el cual para que se cumpla debe emitir el 
acuse de recibo de la comunicación que sirve de prueba tanto para constar el 
envío realizado por el interesado como de su recepción por la autoridad.  
 
Además de lo anterior, el artículo 62 del CPACA integra: cuando fallen los 
medios electrónicos de la autoridad, que impidan a las personas enviar sus 
escritos, peticiones o documentos, el remitente podrá insistir en su envío 
dentro de los tres (3) días siguientes, o remitir el documento por otro medio 
dentro del mismo término, siempre y cuando exista constancia de los hechos 
constitutivos de la falla en el servicio. 
 
 
90 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-035. 2014. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
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El deber de publicación de los actos administrativos de carácter general – art. 
65 –, cuya obligatoriedad se da siempre y cuando sean debidamente 
publicados en el Diario Oficial o en las gacetas territoriales; el deber de 
notificación de los actos administrativos de carácter particular y concreto – art. 
66 – y la notificación personal – art. 67 –.  
 
El articulo 68 consagra la citación para notificación personal:  
 
“si no hay otro medio más eficaz de informar al interesado, se le enviará una 
citación a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figuren en 
el expediente o puedan obtenerse del registro mercantil, para que comparezca 
a la diligencia de notificación personal. El envío de la citación se hará dentro de 
los cinco (5) días siguientes a la expedición del acto, y de dicha diligencia se 
dejará constancia en el expediente”. 
 
Cuando se desconozca la información sobre el destinatario señalada en el 
inciso anterior, la citación se publicará en la página electrónica o en un lugar 
de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días. 
 
Los artículos mencionados tienen estrecha relación con la notificación 
administrativa, los cuales para ser válidos deben asegurar su autenticidad, 
integridad y disponibilidad, cumpliéndose de esta forma el fin de las 
notificaciones que es “permitir que materialmente sea posible que el 
interesado(s) hagan valer sus derechos, bien sea oponiéndose a los actos de 
la contraparte o impugnando las decisiones de la autoridad, dentro del término 
que la Ley disponga para su ejecutoria”91 
 
Sin embargo, en el ámbito de la notificación electrónica dispuesta por el 
CPACA existe un vacío normativo, referente a la hora de envío por correo 
electrónico; toda vez, que la norma no indica el horario para ello. Así, lo señaló 
el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera 
 
91 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-404. 2014. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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Subsección A (2018) al solucionar la controversia sobre el recurso de súplica 
interpuesto por AGROFUTURO INVERSIONES S.A.S., con relación al recurso 
de apelación declarado desierto por la demandada AGROCOM LTDA 
solicitado el 16 de agosto de 2017.  
 
La declaratoria de desierto obedeció a:  
 
“… los recursos -y demás actos procesales- pueden presentarse por vía 
electrónica, pero sin desconocer el horario de los despachos judiciales para su 
recepción, respetándose (sic) así el requisito de la oportunidad. 
 
En ese contexto, como AGROCOM sustentó –vía electrónica- el recurso de 
apelación el viernes 25 de agosto de 2017 –día en el que se vencía la 
oportunidad para interponer y sustentar dicha impugnación-, a eso de las 7:43 
p.m., ha de advertirse que tal sustentación se presentó de manera 
extemporánea, toda vez que, en los términos de (sic) artículo 109 del CGP, 
inciso 4 (sic), el correo electrónico no se recibió ´antes del cierre del despacho 
del día en que vence el término, por cuanto hasta las 5:00 p.m. se extendía el 
horario judicial en el Tribunal Administrativo de Casanare. 
 
En ese orden, ante la no (sic) sustentación oportuna del recurso de apelación 
interpuesto por AGROCOM contra la sentencia del 3 de agosto de 2017, 
proferida por el Tribunal Administrativo de Casanare, el Despacho declarará 
desierta la referida impugnación…”92 
 
Al respecto AGROCOM Ltda., adujo que había presentado el recurso de 
apelación dentro del tiempo establecido por el artículo 54 del CPACA que 
“permite el uso de los medios electrónicos y el envío de la información, hasta 
antes de la media noche, así el recurso presentado en la fecha 25 de agosto 
de 2017, se encontraba dentro del término legal para su sustentación”93 De 
acuerdo con lo planteado por la parte demandada la sentencia impugnada se 
 
92 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN A. (29, octubre, 2018). Bogotá, D.C. [Consultado: 
octubre 6 de 2019]. Disponible en: http://www.consejodeestado.gov.co/busquedas/buscador-
jurisprudencia/ 
93 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN A. (29, octubre, 2018). Bogotá, D.C. [Consultado: 
octubre 6 de 2019]. Disponible en: http://www.consejodeestado.gov.co/busquedas/buscador-
jurisprudencia/ 
64 
dio el 10 de agosto de 2017, de ahí que el término para interponer el recurso 
de apelación conforme se establece en el artículo 247 del CPACA venció el 25 
de agosto de 2017.  
 
“Si bien la Ley 1437 de 2011 permite la utilización de ese medio para la 
presentación de escritos ante esta jurisdicción, lo cierto es que nada dice 
respecto de la hora en que estos deben llegar para ser tenidos como 
presentados en tiempo; por tal motivo y de conformidad con el artículo 306 del 
CPACA, se debe acudir al artículo 109 del CGP”94 
 
Se tiene entonces, que la base bajo la que se fundamenta el Consejo de 
Estado es lo concerniente a lo dispuesto en el artículo 306 del CPACA que 
expresa: en los aspectos no contemplados en este código se seguirá el Código 
de Procedimiento Civil – en la actualidad CGP – en lo que sea compatible con 
la naturaleza de los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo.  
 
Aspecto que válida el acogerse al artículo 109 del CGP que indica que los 
mensajes de datos – correo electrónico – se entienden presentados 
oportunamente si son recibidos antes del cierre del despacho el día que vence 
el término.  
 
Al hacer referencia que existe un vacío jurídico en el artículo 54 del CPACA, 
es debido a que resulta contradictorio que el artículo indica que se puede 
enviar la notificación antes de la media noche – significa que el día no se ha 
acabado –, pero no hace referencia a que la misma sea efectiva para el mismo 
día, sino que deja en el “aire” su aplicación, resultando ilógico que dicho trámite 
pase para el día siguiente, o en su defecto se tenga que acudir al artículo 306 
del CPACA o 109 del CGP.  
 
94 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN A. (29, octubre, 2018). Bogotá, D.C. [Consultado: 
octubre 6 de 2019]. Disponible en: http://www.consejodeestado.gov.co/busquedas/buscador-
jurisprudencia/ 
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Para tal fin, se podría modificar el artículo 54 del CPACA, incluyéndole la frase 
que sea explicita: las notificaciones electrónicas se surtirán antes de las 5:00 
de la tarde, siempre y cuando se hagan dentro del límite del vencimiento de 
términos… y con ello, se evitaría el desgaste en la Administración de Justicia 
al tener que entrar a dirimir esta clase de conflictos. También al añadir, la 
expresión siempre y cuando se hagan dentro del límite del vencimiento de 
términos, tendría más validez o importancia, si se alimenta una base de datos 
con los procesos y sus fechas de vencimiento, para cualquier tipo de 
actuación, lo que dará como resultado que sí estás se van a hacer de forma 
extemporánea no se pueda enviar; tal como sucede con las plataformas 
virtuales en educación, cuando los trabajos los reciben hasta antes de la media 
noche, sin se van a enviar a las 12:01 am, la plataforma ya se ha cerrado y no 
hay forma de enviar el documento. 
 
Lo anterior se corrobora con lo señalado por el Consejo de Estado Sala de lo 
Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección A (2017b) al 
expresar que:  
 
“Sobre la base de admitir que la notificación por correo es constitucionalmente 
admisible, también ha hecho algunas precisiones en torno a su alcance y 
efectividad, destacando que esta se entiende surtida solo cuando el acto objeto 
de comunicación ha sido efectivamente recibido por el destinatario. En ese 
sentido, la eficacia y validez de esta forma de notificación depende de que se 
haya conocido materialmente el acto que se le pretende comunicar, teniendo 
oportunidad cierta para controvertirlo e impugnarlo”95  
 
Como se puede observar con la Ley 1437 de 2011 se logró avanzar en pro de 
la implementación de los medios electrónicos para efectuar las notificaciones 
judiciales. Sin embargo, se hace necesario plantear que:  
 
95 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A. (29, junio, 2017). Bogotá, D.C. [Consultado: octubre 
6 de 2019]. Disponible en: 
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/PDF/19001-23-33-000-2017-
00158-01(AC).pdf 
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“… la timidez de la regulación legal y la delegación de muchos de sus 
componentes a la iniciativa del Consejo Superior de la Judicatura no han 
permitido verdaderos avances en esta materia… Según lo dispuesto en el 
CPACA, los estados no pueden desmaterializarse en su totalidad, pues 
requerirán siempre de la impresión y firma por parte del secretario; cuestión 
que, además de añadir nuevas tareas a una ya congestionada secretaría, no 
resulta eficiente en términos de infraestructura tecnológica necesaria ni de 
facilidad de consulta por el usuario…”96 
 
Situaciones que llevan a plantear las nulidades procesales cuando la 
notificación electrónica no se da en debida forma; es decir, carece de validez, 
ha caducado, o no cumple con los elementos dispuestos en su definición al 
expresar que la notificación tiene como finalidad garantizar el “conocimiento 
de la existencia de un proceso o actuación administrativa y de su desarrollo, 
de manera que se garanticen los principios de publicidad, de contradicción y, 
en especial, de que se prevenga que alguien pueda ser condenado sin ser 
oído”97. 
 
Al respecto el artículo 3° del CPACA da a conocer sus decisiones, mediante 
comunicaciones, notificaciones o publicaciones, con la finalidad de garantizar 
el derecho al debido proceso, en particular, el derecho a la defensa y a 
presentar los recursos establecidos por la Ley. Este requisito de publicidad es 
un presupuesto de eficacia u oponibilidad, frente a terceros, como lo ha 
explicado la jurisprudencia más no de validez; significa que el acto nace a la 
vida jurídica desde su expedición, pero su fuerza vinculante comienza a partir 
del momento en que se ha producido su notificación o publicación.  
 
En este orden de ideas, en el CPACA se consagra en el artículo 137 la nulidad 
a través del cual indica que:  
 
“Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se 
declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general. 
 
96 PÁJARO MORENO. Óp. cit. p. 362. 
97 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-419. 1994. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que 
deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con 
desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa 
motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los profirió. 
También puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio 
y de los actos de certificación y registro. 
 
Excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de 
contenido particular en los siguientes casos: 
 
1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se 
produjere no se genere el restablecimiento automático de un derecho subjetivo 
a favor del demandante o de un tercero. 
2. Cuando se trate de recuperar bienes de uso público. 
3. Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave 
el orden público, político, económico, social o ecológico. 
4. Cuando la ley lo consagre expresamente. 
PARÁGRAFO. Si de la demanda se desprendiere que se persigue el 
restablecimiento automático de un derecho, se tramitará conforme a las reglas 
del artículo siguiente”98 
 
La norma conserva muchos de los aspectos tradicionales de la antes llamada 
acción de nulidad, debido a que su titular puede ser cualquier persona, y las 
causales de anulación continúan siendo las mismas, que obedecen a: una 
causal genérica de violación de normas superiores y las causales específicas 
referidas a cada uno de los elementos de actos administrativos. Como aspecto 
nuevo y de gran importancia debe resaltarse “que la norma precisa que a 
través de este medio de control se demandan los actos administrativos de 
carácter general y solo por excepción se pueden impugnar, por este medio, 
actos administrativos de carácter particular”99, esto cuando:  
 
“… Con la demanda se persiga o de la sentencia no se genere el 
restablecimiento automático de un derecho subjetivo; se trate de recuperar 
bienes de uso público; los efectos nocivos del acto administrativo afecten en 
 
98 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1437 (18, enero, 2011) Por la cual se 
expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo [en línea] 
Santa fe de Bogotá, D.C. Diario Oficial. 2011. Nro. 47956.  
99 BENAVIDES, José Luis. Código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 
administrativo ley 1437 de 2011. Bogotá, D.C, Universidad Externado de Colombia, 2016, p. 
374. 
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materia grave el orden público, político, económico, social o ecológico; la ley lo 
consagre expresamente…”100  
 
En cuanto a la nulidad de actos administrativos, como medio de control, se 
tiene que a través de dicho medio de control se puede solicitar la nulidad de 
un acto administrativo por violación directa de la Constitución Política, al 
respecto el Consejo de Estado ha señalado:  
 
“… Según lo visto, vale decir que, de conformidad con el artículo 4 
constitucional en concordancia con las causales de nulidad inscritas en 
el artículo 84 del CCA, un acto administrativo es contrario a derecho 
cuando vulnere la Constitución Política en la medida en que es la norma 
en que se funda todo el ordenamiento jurídico…La discusión se centra 
en establecer en qué casos se puede presentar una transgresión de la 
Constitución de manera directa, esto es, sin necesidad de que el examen 
de su juridicidad debe pasar por el análisis de las disposiciones legales 
y/o reglamentarias que le hayan dado desarrollo… 
 
…La Sala encuentra perfectamente factible que un acto administrativo 
sea declarado nulo por violar directamente una norma constitucional 
siempre que el contenido de esta no sea abstracto – como el debido 
proceso – y su alcance no se encuentre supeditado por el mismo 
Constituyente a la regulación o desarrollo legal y/o reglamentario… 
Significa que no se puede predicar la nulidad de un acto administrativo 
por violación directa de la Constitución, cuando la misma no condicione 
la aplicación del precepto legal o reglamentaria, de manera que, cuando 
sea necesario acudir a la ley o al reglamento para halla r el vicio de 
nulidad, no podrá alegarse una transgresión directa de la norma 
constitucional…”101 (Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 
Administrativo Sección Primera, 2013).  
 
Un claro ejemplo de lo señalado es que, para anular los actos administrativos 
por falta o indebida notificación del acto definitivo, o es per se causal de 
nulidad de los “actos administrativos conforme lo establece el artículo 137 del 
CPACA; la violación del debido proceso como motivo de nulidad se refiere a 
 
100 Ibid., p. 374. 
101 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN PRIMERA. (28, febrero, 2013). Bogotá, D.C. [Consultado: octubre 6 de 2019]. 
Disponible en: http://www.consejodeestado.gov.co/busquedas/buscador-jurisprudencia/ 
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la formación del acto, no a su falta de notificación, dado que ello lo hace 
inoponible no nulo”102. 
 
Como complementó del artículo 137 del CPACA se encuentra el artículo 138 
que habla de nulidad y restablecimiento del derecho… toda persona que se 
crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica podrá 
pedir que se declaré la nulidad del acto administrativo particular, expreso o 
presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le 
repare el daño. La nulidad procederá por las mismas causales establecidas 
en el inciso segundo del artículo anterior… la demanda se debe presentar 
dentro de los 4 meses siguientes a su publicación.  
 
En suma, los artículos 137 y 138 del CPACA consagran los medios de control 
de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho que tienen por finalidad 
restablecer el orden jurídico que ha sido quebrantado por la administración al 
expedir actos administrativos que infringen normas de carácter superior.  
  
 
102 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN CUARTA. (23, julio, 2015). Bogotá, D.C. [Consultado: octubre 6 de 2019]. 
Disponible en: 
https://www2.deloitte.com/content/dam/Deloitte/co/Documents/legal/litigios/septiembre/cuarta
/CE%20Sentencia%2020035.pdf 
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CONCLUSIONES  
 
La investigación realizada se estructuró desde dos ópticas con referencia a la 
validez de las notificaciones, la primera desde los medios electrónicos 
conforme a la Ley 1437 de 2011 y la segunda la notificación personal según la 
Ley 1564 de 2011.  
 
Para tal fin, se realizó el abordaje de la notificación administrativa en la 
legislación colombiana, permitiendo establecer que con la Ley 1437 de 2011 
se dio un cambio sustancial con referencia al desarrollo de las prácticas y 
garantías ofrecidas al ciudadano; así, la notificación constituye uno de los ejes 
centrales de la transformación que se quiso dar con el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en particular 
lo referente a la notificación electrónica.  
 
La notificación constituye uno de los problemas de los procedimientos legales 
para la actividad jurídica, en cuanto a la forma como han sido previstas las 
notificaciones por los medios electrónicos o informáticos, que siguen siendo 
objeto de discusión, situación que fisuran lo que el legislador quiso con la Ley 
1437 de 2011 con relación a ofrecer claridad en el tema en pro de afianzar el 
debido proceso, la publicidad e inmediatez de la notificación, sin dejar de lado, 
la deficiencia que en materia procedimental existe, que exige la 
implementación de una verdadera justicia electrónica orientada a maximizar la 
regulación referente a la notificación virtual, para que ésta goce de las ventajas 
procedimentales, como la celeridad de la justicia, optimizar el acceso a internet 
en todo el territorio nacional y la regularización del horario para el trámite de 
ésta y así dar alcance al principio de celeridad procesal.  
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que la tecnología no es el futuro, la tecnología 
es de ahora, y es por ello que su tratamiento tiene que darse de la mejor 
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manera posible, porque si esto no se hace así, se corre el gravísimo riesgo de, 
ante el fracaso de ésta, ser estigmatizada y rechazada de plano y continuar 
con procesos estáticos, anquilosados que hasta ahora se aplican al 
administrar justicia, de tal forma, que resulta perentorio saber que la 
información digital esta llamada a redefinir los aspectos judiciales, 
determinantes para el futuro de la Administración de justicia, y cada vez va a 
cobrar mayor relevancia y validez. 
 
Por su parte, en el CGP se establece una serie de situaciones, en cuanto a la 
notificación personal, que dejan entrever que aún falta en el país una mayor 
rigurosidad en el tema de las notificaciones, en cuanto a que, dentro del 
territorio colombiano, continúa existiendo inconsistencias, en la entrega de la 
notificación personal en las zonas rurales, en donde, muchas veces la justicia 
no va, no llega, o no logra notificar por la dificultad que existe para identificar 
el lugar de vivienda del demandado.  
 
Adicionalmente, la administración de justicia no cuenta con los recursos para 
desplazar a los servidores públicos, a los lugares más apartados de Colombia, 
problema al que se le suma la débil señal de internet en muchos lugares de 
Colombia que hacen parte de la zona rural, y que ahondan más la problemática 
de las notificaciones.  
 
En cuanto a la notificación personal en el ámbito internacional, lo ideal sería la 
modificación del Convenio de la Haya de 1965, para crear un mecanismo más 
actualizado y acorde a los cambios digitales del mundo actual y cuya 
adecuación a los ordenamientos jurídicos de los países contratantes resulte 
pacífica, en todo caso al ser un tratado internacional el país puede hacer las 
reservas que considere pertinentes. Cabe precisar que esta es una posibilidad 
cuya realización no está manos del Estado Colombiano. Así mismo, si se 
efectúan notificaciones cumpliendo la totalidad de los preceptos del artículo 3 
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de la Convención de la Haya de 1965, se requiere aclaración jurisprudencial 
que proporcionen elementos que permitan armonizar la continuidad del 
proceso bajo los presupuestos del CGP. 
 
En materia de la notificación en el ámbito internacional con aplicación de lo 
dispuesto en los artículos 291 y 292 del CGP, deben validarse las mismas 
siempre y cuando estas sean efectuadas a través del servicio postal autorizado 
por el Ministerio TIC y cumpliendo con la rigurosidad en la expedición de la 
prueba de entrega. 
 
De la investigación realizada, resulta imperioso ahondar más por vía 
jurisprudencial en la forma como procede la notificación personal en el 
extranjero; toda vez, que es casi inexistente los análisis generados al respecto. 
Aspecto que se ve reflejado en la antinomia parcial – parcial de las normas en 
estudio, lo que lleva a la necesidad de comprobar el contenido de una norma 
con otra, por medio de una actividad interpretativa y que a futuro logré un 
consenso, en particular en lo concerniente a las notificaciones en el extranjero.  
 
A manera de recomendación, es importante que los jueces de conocimiento 
de los procesos judiciales aprovechen la existencia de herramientas de 
consultas, como lo es el registro de operadores postales que es un estado 
abierto, donde se encuentran inscritos los operadores de servicios postales 
legalmente habilitados por el Ministerio TIC; es decir, los operadores que 
pueden hacer entrega de la notificación para la notificación personal y por 
aviso, por lo tanto, una consulta por internet de este registro, podría agilizar 
más los procesos y evitar el envío de memoriales a MinTic con el objeto que 
certifique si un determinado operador que hizo entrega de la notificación se 
encuentra habilitado para desarrollar dicha actividad; toda vez, que el registro 
constituye una prueba eficaz de que los allí incluidos son un servicio postal 
autorizado.  
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